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SOLICITUD DE MEDIDA DE COERCIÓN  

(Art. 226, 284 y 369 del Código Procesal Penal de la República Dominicana) 

 

 

 

 

A la:  

Magistrada Jueza Coordinadora de los Juzgados de la Instrucción del Distrito Nacional 

 

 

 

De la: 

Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA)  

 

 

 

Asunto:  

Solicitud de audiencia para conocer medida de coerción y declaratoria de complejidad, 

en contra de los imputados : 

 

1. Ángel Donald  Guerrero Ortiz (Codinome) MX  

2. José Ramón Francisco de Jesús Peralta Fernández  

3. Gonzalo Castillo Terrero  

4. Daniel Omar de Jesús Caamaño Santana (Codinome) OC 

5. Luis Miguel Piccirilo Mccabe  

6. Claudio Silver Peña  

7. Aldo Antonio Gerbasi Fernández  

8. Ángel Gilberto Lockward Mella  

9. Alejandro Antonio Constanzo Sosa  
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10. Roberto Santiago Moquete Ortiz  

11. Ramón David Hernández  

12. Yahaira Brito Encarnación 

13. Marcial Reyes  

14. Ana Linda Fernández De Paola  

15. Emir José Fernández De Paola 

16. Oscar Arturo Chalas Guerrero  

17. Julián Omar Fernández Figueroa  

18. Rafael Parmenio Rodríguez Bisonó  

19. Agustín Mejía Ávila  

20. Víctor Matías Encarnación Montero  

 

Honorable Magistrada:  

 
El Ministerio Público, representado por el licenciado Wilson Manuel Camacho Peralta , 

Procurador Adjunto,  Titular  de la Procuraduría Especializada de Persecución de la 

Corrupción Administrativa (PEPCA), conjuntamente con los fiscales Mirna Ortiz, Rosa 

Alba García, Elvira Rodríguez, Marinel Brea, Arolin Lemos Feliz, Rosa Ysabel , Héctor 

García, Miguel Collado,  Rosa Ysabel, Miguel Crucey, Jhensy Víctor, Andrés Mena y 

Melbin Romero Suazo, quienes para los fines y consecuencias legales de la presente 

instancia, eligen domicilio en el cuarto nivel del edificio que aloja al Ministerio público  

ubicado en la Av. Jiménez Moya, Esquina Juan Ventura Simó, Centro de los Héroes de 

Constanza, Maimón y Estero Hondo, teléfono 809-533-3522 ext. 249, quienes tienen a bien 

exponer y solicitar lo descrito más abajo en la presente solicitud de medida de coerción. 
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I. Individualización de los imputados:  
 

1. 
 

Ángel Donald Guerrero Ortiz , de nacionalidad 

dominicana, mayor de edad, portador de la 

cédula de identidad y electoral núm.  001-

0094852-0, domiciliado y residente en el 

condominio Torre G.V. -01, apartamento PH-1, 

piso 10, ubicado en la calle Rafael Augusto 

Sánchez, esquina Manuel de Jesús Troncoso, 

Distrito Nacional . 

 

 

2. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

José Ramón Francisco de Jesús Peralta 

Fernández, de nacionalidad dominicana, mayor 

de edad, titular de la cédula de identidad y 

electoral núm. 001-0167251-7, domiciliado y 

residente en la calle Burende, núm. 06, sector 

Los Cacicazgos, con salida y entrada también 

por la calle Itzamana, núm. 07, Distrito 

Nacional.   
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3.  

 

Gonzalo Castillo Terrero, de nacionalidad 

dominicana, mayor de edad, titular de la cédula 

de identidad y electoral núm. 001-0153815-5, 

domiciliado y residente  en la avenida Anacaona 

núm. 25, Torre Naragua I, piso 7, sector Los 

Cacicazgos, Distrito Nacional. 

 

 

 

4.  
Daniel Omar De Jesús Caamaño Santana, de 

nacionalidad dominicana, mayor de edad, 

portador de la cédula de identidad y electoral 

núm. 001-0387786-6, domiciliado y residente en 

la calle Segunda, casa núm. 28 A, urbanización  

AESA, Honduras del Este, Distrito Nacional.  
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5. 
Andrés Guerrero, de nacionalidad dominicana, 

mayor de edad, titular de la cédula de identidad 

y electoral núm. 023-0065036-9, domiciliado y 

residente en la calle 19 Oeste, edificio Eva María 

I, bloque A, apartamento 202, sector San 

Gerónimo, Distrito Nacional.  

 

 

6. 
Luis Miguel Piccirillo Mcabe , de nacionalidad 

dominicana, mayor de edad, titular de la cédula 

de identidad y electoral núm. 023-0113871-1, 

domiciliado y residente en la calle Freddy 

Prestar Castillo esquina Tiburcio Santana, núm. 

4, urbanización La Roca, municipio San Pedro 

de Macorís. 
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7. 
Claudio Silver Peña Peña, de nacionalidad 

dominicana, mayor de edad, portador de la 

cédula de identidad y electoral núm. 001-

0519807-1, domiciliado y residente en la Torre 

Larissa IX, apartamento 8-B, ubicada en la calle 

Club Rosario, núm. 225, sector Alma Rosa I, 

municipio Santo Domingo Este, provincia Santo 

Domingo . 

 

 

8. 
 

Princesa Alexandra García Medina, de 

nacionalidad dominicana, mayor de edad, 

titular de la cédula de identidad y electoral núm. 

001-0171393-1, domiciliada y residente en la 

calle H, núm. 13, Torre Ariel III, apartamento 

201 C, sector Villa Marina, municipio Santo 

Domingo Oeste, provincia Santo Domingo.  
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9. 
Aldo Antonio Gerbasi Fernández , de 

nacionalidad dominicana, mayor de edad, 

portador de la cédula de identidad y electoral 

núm. 026-0125768-2, domiciliado y residente la 

calle Francisco Carias Lavandier, núm. 09, Torre 

Rafael Emilio II, apartamento 301, Ensanche 

Paraíso, Distrito Nacional. 

 

 

10. 
Ángel Gilberto Lockward Mella, de 

nacionalidad  dominicana, mayor de edad, 

abogado, portador de la cédula de identidad y 

electoral núm. 001-0095587-1, domiciliado y 

residente en la calle Los Conquistadores, núm. 

15, sector Arroyo Hondo II, Distrito Nacional.  

 

 

11. 
Alejandro Antonio Constanzo Sosa, de 

nacionalidad  dominicana, mayor de edad, 

titular de la cédula de identidad y electoral núm. 

026-0034366-5, domiciliado y residente la calle 

Residencial Los Altos II, edificio núm. 2, 

apartamento 701, Casa de Campo, La Romana. 
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12. 
Roberto Santiago Moquete Ortiz,  de 

nacionalidad dominican a, mayor de edad, 

titular de la cédula de identidad y electoral núm.  

001-0060578-1, domiciliado y residente en la 

calle Interior A, esquina Juan Bautista de la Salle, 

Residencial Pierina II, Apto. 102, sector 

Renacimiento, Distrito Nacional.  

 

 

13. 
Ramón David Hernández, de nacionalidad 

dominicana, mayor de edad, portador de la 

cédula de identidad y electoral núm. 001-

0259903-2, domiciliado y residente en la calle 

Junco, casa núm. 4, sector Alameda Este, 

municipio Santo Domingo Oeste, provincia 

Santo Domingo.  
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14. 
Yahaira Brito Encarnación, de nacionalidad 

dominicana, mayor de edad, titular de la cédula 

de identidad y electoral núm. 001-1436511-7, 

domiciliada y residente en la calle Junco, casa 

núm. 4, sector Alameda Este, municipio Santo 

Domingo Oeste, provincia Santo Domingo.  

 

 

15. 
 

Marcial Reyes , de nacionalidad dominicana, 

mayor de edad, titular de la cédula de identidad 

y electoral núm. 001-0657519-4, domiciliado y 

residente en la calle Hermanos Alou, núm. 10, 

Distrito Municipal La Caleta, Santo Domingo.  
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16. Ana Linda Fernández Paola (De Paola),  de 

nacionalidad dominicana, mayor de edad, 

titular de la  cédula de identidad y electoral 

núm. 001-1304014-1, domiciliada y 

residente en la calle Eduardo Vicioso, núm. 

14, Tower Liam V (Lied Fix) , apartamento 8-

A, sector Bella Vista, Distrito Nacional. 

 

 

17. 

 

Emir José Fernández De Paola, de 

nacionalidad dominicana, mayor de edad, 

titular de la cédula de identidad y electoral 

núm. 001-0008462-3, domiciliado y 

residente en el apartamento A2-106, Torre 

Panorama 310, ubicada en la calle Marginal 

Núñez de Cáceres, sector El Millón, Distrito 

Nacional. 
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18. 

 

Oscar Arturo Chalas Guerrero,  de 

nacionalidad dominicana, mayor de edad, 

comerciante, portador de la cédula de 

identidad y electoral núm. 082-0001236-0, 

domiciliado y residente en la calle F, núm. 

12, Residencial Ducado, detrás de Colinas 

del Seminario, sector Atala, Altos de Arroyo 

Hondo, Distrito Nacional.  
 

 

19. 

 

Julián Omar Fernández Figueroa , de 

nacionalidad dominicana, mayor de edad, 

comerciante, portador de la cédula de 

identidad y electoral núm. 001-0188849-3, 

domiciliado y residente  en la calle 

Prolongación Siervas de María, núm. 89, 

Torre Le Meridien, apartamento A -6, 

Ensanche Naco, Distrito Nacional. 
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20. 

 

Rafael Parmenio Rodríguez Bisonó, de 

nacionalidad dominicana, mayor de edad, 

comerciante, portador de la cédula de 

identidad y electoral núm. 001-0117417-5, 

con domicilio y residencia en la Av. 

Caonabo, núm. 5, sector Los Cacicazgos, 

Distrito Nacional.  
 

 

21. 

 

Agustín Mejía Ávila , de nacionalidad 

dominicana, mayor de edad, titular de la 

cédula de identidad y electoral núm. 026-

0079291-1, reside en la calle Félix Mora del 

Monte, núm. 2, apartamento E2, segundo 

nivel, sector Gazcue, Distrito Nacional. 
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22. 

 

Víctor Matías Encarnación Montero, 

nacionalidad dominicana, mayor de edad, 

titular de la cédula de identidad y electoral 

núm. 001-0082844-1, domiciliado y reside en 

la calle Helios, núm. 17, Torre Managua, 

Apto. 602 A, sector Bella Vista, Distrito 

Nacional. 
 

 

 

 

II.  Marco general de los hechos  
 
 

 
El Ministerio de Hacienda  tiene su fundamento en la Constitución de la República y es 

una dependencia directa de la Presidencia de la República. El marco legal del mismo está 

conformado, principalmente , por la Ley núm. 494-06 de Organización del Ministerio de 

Hacienda y su reglamento de aplicación núm. 489-07. Su función es, esencialmente, ser 

responsable de la elaboración, ejecución y evaluación de la política fiscal, que se extiende 

desde los ingresos, los gastos y el financiamiento del sector público, asegurando su 

sostenibilidad en el marco de la política económica del Gobierno y la planificación de 

desarrollo.  
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Sus atribuciones legales lo convierten en el organismo rector de las finanzas públicas 

nacionales, dentro de las cuales debemos resaltar las siguientes: òorganizar, llevar y 

administrar el inventario de bienes muebles e inmuebles; presidir el consejo de deuda pública y, a 

través  del mismo proponer la política y estrategia de endeudamiento público, así como su límite 

máximo, regular y conducir los procesos de autorización, negociación y contratación de préstamos 

o emisión y colocación de títulos y valores, así como dirigir y supervisar el servicio de deuda 

públicaó1. 

 

El Ministerio de Hacienda  está dirigido por un ministro, quien tiene la responsabilidad 

de impartir las políticas públicas y coordinar la gestión que realicen los funcionarios de 

dicho Ministerio, además debe promover la sostenibilidad fiscal y el patrimonio público.  

 

 

 
1Fuente en cursiva nuestra.  
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Dentro del  Ministerio de Hacienda se encuntra el Viceministerio del Tesoro , dentro de 

sus funciones están la coordinación de los ingresos y financiamiento que requiere el 

Estado, así como supervisar la programación y administración de pagos del tesoro 

público compue sta por unidades administrativas, tales como: la Lotería Nacional y el área 

de la Comisión de Casinos. Por otro lado, están los Viceministerio s de Presupuesto, 

Contabilidad y Patrimonio , los cuales tienen la responsabilidad de la formulación y 

evaluación de las políticas relacionadas con la asignación, administración eficiente y 

registro de los recursos financieros y materiales del Estado, coordinar las funciones 

presupuestarias, de contrataciones públicas de bienes, obras, servicios y concesiones de 

administració n de bienes muebles e inmuebles y las contables del sector público no 

financiero. 

 

Las funciones del Ministerio de Hacienda  pueden ser resumidas de la siguiente forma:  

 

ü Dirigir  la política fiscal del Gobierno y sus componentes: ingresos, gastos y 

financiamiento,  garantizando que sea sustentable en el corto, mediano y largo plazo; 

ü  Realizar la formulación  del presupuesto; 

ü Conducir  la administración  financiera del sector público  no financiero y sus sistemas 

relacionados, a través de los sistemas de presupuesto, tesorería, crédito público,  

contabilidad  gubernamental, contrataciones públicas y administración  de bienes muebles 

e inmuebles del Estado; 

ü  Crear la legislación de los regímenes tributario  y aduanero; 

ü  Crear las políticas que tiendan a la contención del gasto y al mejoramiento del resultado 

fiscal, así como a mejorar la eficacia, eficiencia y calidad del gasto público;  

ü  Aprobar  la  política  de contrataciones públicas de bienes, obras, servicios y concesiones 

y velar por su adecuada ejecución y transparencia; 



 

Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa    
PEPCA 

Criminalidad Organizada  
Operación Calamar  

 

Avenida Jiménez Moya, esquina Juan Ventura Simó, Centro de Los Héroes Constanza, Maimón y Estero 
Hondo, Teléfono 809-533-3522 EXT.400 ð 249, correo pepca@pgr.gob.do. 

Página 16 de 2120 

 

ü  Regular y conducir los procesos de autorización,  negociación y contratación  de 

préstamos o emisión y colocación de títulos  y valores, así como dirigir  y supervisar el 

servicio  de la  deuda pública;  

ü  Diseñar y publicar  en forma periódica los estados presupuestarios, financieros y 

económicos consolidados del Gobierno Central y de las demás instituciones que 

conforman el Presupuesto General del Estado; 

ü  Autorizar  y otorgar  las licencias respectivas a todos los juegos de azar, tales como la 

lotería  nacional,  sorteos, rifas  benéficas, casinos y establecimientos de juegos de azar, 

máquinas tragamonedas y otros  juegos electrónicos, bingos, etc.  

 

Lo anterior  permtie  verificar  las amplias atribuciones del Ministerio  de Hacienda, facilita  

entender los niveles de òdiscrecionalidades legalesó con la que operaba, como estas 

discrecionalides se construyeron al amparo de débiles mecanismos de supervisión  y 

como se centraban en la figura  del ministro  el control  de varias dependencias no 

financieras del Estado. 

 

Durante el periodo  comprendido  entre el treinta  y uno (31) de agosto del año 2016 al 

treinta  y uno (31) de agosto del año 2020, el Ministerio  de Hacienda estuvo dirigido  por 

el imputado  Ángel  Donald  Guerrero  Ortiz,  quien fue designado como ministro  de 

Hacienda por el ex Presidente de la República, Danilo  Medina  Sánchez, mediante el 

decreto núm.  201-16, de fecha treinta  y uno (31) de agosto del año 2016. 

 

La Dirección de Casino y Juegos de Azar , es una dirección general que pertenece al 

Viceministerio del Tesoro del Ministerio de Hacienda de la República Dominicana, cuya 

base legal es la ley 351-64, conforme a la cual es la encargada de autorizar, regularizar y 

fiscalizar las bancas deportivas, loterías y el uso de las tragamonedas en todo el territorio 

nacional. Durante la gestión del ex ministro de Hacienda, el imputado  Ángel  Donald 
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Guerrero Ortiz, tenía como director al imputado   Oscar Arturo Chalas Guerrero,  quien 

ocupó dicha posición durante  el periodo comprendido entre primero ( 1) de septiembre 

del año 2016 hasta dieciocho (18) de marzo del año 2019, cuando fue sustituido por el 

imputado  Julián Omar Fernando Figueroa, el cual ocupó el cargo durante el periodo 

comprendido entre el primero ( 01) de abril del 2019 hasta el diecinueve (19) de agosto del 

año 2020. 

 
 
En cuanto a la Dirección de Reconocimiento de Deuda Administrativa,  la misma es 

también una dependencia del Viceministerio del Tesoro del Ministerio de Hacienda de la 

República Dominicana. Adquiere el nivel jerárquico de Dirección en virtud de la 

Resolución núm. 197-2019 emitida en fecha diecisiete (17) de septiembre de 2019, y se 

establece bajo la dependencia de esta dirección la creación de la División de Registro y 

Tramitación  de Expedientes de Deuda Administrativa y División de Análisis y Pago de 

Deuda Administrativa, tal y como establece el informe sobre la estructura organizativa 

de la Dirección de Reconocimiento de Deuda Administrativa, elaborado por la Dirección 

de Recursos Humanos. 

 

 
Durante la gestión del ex ministro de Hacienda Ángel  Donald Guerrero Ortiz , en la 

Dirección de Reconocimiento de Deuda Administrativa  fungía como directora la 

imputada Princesa Alexandra García Medina , desde abril 2017 hasta agosto 2020, y en 

ciertas ocasiones, de manera interina, la referida dirección fue gestionada por el imputado 

Aldo Antonio Gerbasi Fernández.  

 

Otra dependencia del Ministerio de Hacienda lo constituye la Dirección General de 

Catastro Nacional,  la cual se encuentra bajo la sombrilla del Viceministerio de 
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Patrimonio, que como órgano de carácter nacional tiene dentro de sus funciones realizar 

el inventario de todos los bienes inmuebles del país, con sus características físicas, 

jurídicas y económicas, organizada de acuerdo con ley 150-14, sobre Catastro Nacional. 

 

Otras de las atribuciones de la Dirección General del Catastro Nacional  son:  

 

ü Dictar las resoluciones administrativas necesarias para la formación, la conservación y la 

actualización del Catastro Nacional.  

ü  Realizar convenios de colaboración con instituciones nacionales, públicas y privadas, 

para el desarrollo de sus actividades. 

ü Elaborar el inventario de los bienes inmuebles del país, efectuando la identificación, la 

clasificación, la descripción, la valoración y el registro de estos.  

ü Elaborar los índices de precios relativos a los terrenos y a las mejoras del país .  

ü Expedir la certificación de inscripción catastral que corresponda a cada uno de los 

inmuebles del país .  

ü  Implementar, mantener y custodiar un Sistema de Información Catastral.  

 
Es justo señalar que la importancia diametral de esta institución , en cuanto a los hechos 

de la presente imputación, radica en que es el único órgano gubernamental facultado 

para realizar las valoraciones oficiales de bienes inmuebles en apoyo a las 

instituciones del Estado , a las entidades privadas y al público que lo requiera. 

 

La Dirección G eneral del Catastro Nacional  está a cargo de un director, el cual tiene 

dentro sus atribuciones más importantes las siguientes: 

 

ü Cumplir y hacer cumplir las atribuciones de la Dirección General del Catastro Nacional.  

ü Formular la política a seguir por la Dirección General del Catastro Nacional .  
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ü Aprobar el Plan Estratégico Institucional, el Plan Operativo Anual y el Plan de Trabajo 

Anual.  

ü Aprobar el Presupuesto Operativo Anual y el Plan de Inversiones Anual.  

ü Aprobar el anteproyecto de presupuesto de gastos de la institución y someterlo al 

Ministerio de Hacienda.  

ü Administrar los recursos financieros asignados, los recursos provenientes de otras fuentes 

y los activos de la institución.  

ü Gestionar partidas presupuestarias adicionales con fines específicos y recursos destinados 

a proyectos especiales.  

ü Autorizar todos y cada uno de los actos y operaciones que realice la Dirección Genera l 

del Catastro Nacional .  

ü Aprobar las modificaciones a los procedimientos técnicos o administrativos .  

ü Emitir las resoluciones administrativas conforme a la ley y los reglamentos que rigen a la 

institución.  

ü Someter a las instancias correspondientes para su aprobación, la estructura organizacional 

y las normas que garanticen el buen funcionamiento de la institución.  

ü Aprobar contratos, certificaciones y otros documentos de la institución.   

ü Aprobar los acuerdos interinstitucionales que se originen en la Dire cción General del 

Catastro Nacional.  

 

Durante el periodo  comprendido  entre el quince (15) de septiembre del año 2014 al 

dieciséis (16) de agosto del año 2020, la Dirección General del Catastro Nacional  estuvo 

dirigida  por el imputado  Claudio  Silver  Peña, quien fue designado como director  

general de Catastro por  el ex Presidente de la República, Danilo  Medina  Sánchez, 

mediante el decreto núm.  332-14, de fecha quince (15) de septiembre del año 2014. 
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Otra dependencia del Ministerio  de Hacienda, la cual está dentro del Viceministerio  de 

Patrimonio , es la Dirección  General  de Bienes Nacionales , creada el ocho (08) de 

noviembre del año 1948, conforme la ley núm. 1832, cuyo objeto es tener el control  general 

de los bienes de dominio  público  y privado  del Estado.  

 

La Dirección  General  de Bienes Nacionales, al igual  que la Dirección General de 

Catastro, tiene la función  de resguardo del patrimonio  físico del Estado dominicano,  en 

consecuencia, debe realizar las labores de inventariar, registrar y resguardar todos los 

documentos relativos a bienes inmuebles, títulos que demuestren propiedad de bienes 

del Estado, derechos reales y los informes que hagan referencia a bienes del Estado. 

 

La Dirección  General  de Bienes Nacionales es administrada por un director a quien la 

ley le otorga las funciones de: 

 

ü Velar por la conservación de los bienes muebles del Estado; formar y mantener al día el 

inventario de dichos bienes, con las excepciones que determinen los reglamentos y 

proceder a su venta cuando sea pertinente, en la forma que prescriben los reglamentos.  

ü Velar por el saneamiento y registro de las propiedades en las cuales el Estado tenga el 

derecho de propiedad o cualquier otro derecho real. 

ü Velar por las recaudaciones de todos los pagos y rentas relacionadas con los bienes del 

Estado. 

ü Dirigir los procedimientos de lugar en los casos de expropiación de bienes inmuebles 

por utilidad pública o interés social a favor del Estado, y representar al Estado en todos 

los actos y recursos del caso. 

 

Mediante el decreto núm.  386-15 de fecha treinta  y uno (31) de diciembre del año 2015, 

del ex presidente de la República Danilo  Medina  Sánchez, fue nombrado director  
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general de Bienes Nacionales el fenecido Emilio  César Rivas Rodríguez , cuya gestión 

como máxima autoridad  de dicha institución  se prolongó  hasta que operó el cambio de 

gobierno en agosto del año 2020. 

 

Por otra parte tenemos a la Contraloría General de la República , que, según el artículo 

247 de la Constitución de la República, es el órgano del Poder Ejecutivo rector del control 

interno, y en tal sentido ejerce la fiscalización interna y la evaluación del debido recaudo, 

manejo, uso e inversión de los recursos públicos, y autoriza las órdenes de pago, previa 

comprobación del cumplimiento de los trámites legales y administrativos, de las 

instituciones bajo su ámbito, de conformidad con la ley.  

 

El Contralor General de la República  es la máxima autoridad de la Contraloría General 

de la República, quien es el responsable de ejercer la fiscalización interna y evaluación 

del debido recaudo, manejo, uso e inversión de los recursos públicos y de autorizar las 

ordenes de pagos, previa comprobación del cumplimiento de los trámites legales y 

administrativos de las instituciones bajo su ámbito de competencia, de conformidad con 

las leyes. 

 

El imputado  Daniel Omar de Jesús Caamaño Santana fue designado Contralor General 

de la República en fecha catorce (14) de septiembre del año 2016, mediante el decreto 

núm. 246-16, emitido por el entonces presidente de la República, Danilo Medina 

Sánchez, y se mantuvo en el cargo hasta que fue destituido mediante el decreto núm. 

329-20, de fecha dieciséis (16) de agosto del año 2020. 

 
 
Por su lado el Consejo Estatal del Azúcar (CEA) , es una institución autónoma 

descentralizada del Estado dominicano, creada mediante la ley núm. 07-66, con la 
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finalidad de pl anificar, dirigir y ejecutar las acciones necesarias para promover y 

fomentar la producción de caña de azúcar, sustituyendo la antigua Corporación 

Azucarera Dominicana (CAD). Los ingenios azucareros que pertenecieron a la 

Corporación Azucarera de la República Dominicana fueron dirigidos y administrados 

mediante el nuevo régimen, pasando a ser propiedad del Estado. 

 

El director ejecutivo es la máxima autoridad ejecutiva del Consejo Estatal del Azúcar. 

Tiene a su cargo la ejecución de los negocios y operaciones de la misma, con plenas 

facultades para contratar la adquisición de derechos y obligaciones, así como exigir unas 

y otras ante toda clase de funcionario y personas naturales o jurídicas, previa aprobación 

del Consejo de Directores del Consejo Estatal de l Azúcar (CEA) . 

 

El Consejo de Directores del Consejo Estatal del Azúcar (CEA) tiene la potestad de fijar, 

dentro del marco de la política económica determinada por el Ejecutivo Nacional, las 

políticas a seguir por el Consejo Estatal del Azúcar, en cuanto a su producción, uso de la 

tierra, financiación, comercialización y empleo.  

 

Durante el periodo de relevancia para esta investigación penal, el Consejo de Directores 

del Consejo Estatal del Azúcar (CEA) estuvo presidido por el imputado Ángel Donald 

Guerrer o Ortiz, mientras que su director ejecutivo era el imputado  Luis Miguel 

Piccirillo McCabe , este último designado mediante el decreto núm. 71-19, de fecha 

veinticuatro (24) de febrero del año 2019.  

 

Las operaciones inmobiliarias que se registran en el Consejo Estatal del Azúcar (CEA), 

son: venta de terreno, arrendamiento, permuta, cesión en usufructo y donaciones, las 

cuales, previo a su realización, deben ser aprobadas por el Consejo Directivo del CEA, no 
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pudiendo el director ejecutivo tomar decisiones de manera unilateral, pues dicho 

funcionario público jerárquicamente es de rango inferior al Consejo. Se destaca que 

dentro de las operaciones propias del CEA no está prevista la compra de terrenos, como 

más adelante se abordará en la presente solicitud de medida de coerción. 

 

Dicho lo anterior,  es necesario precisar que el imputado  Ángel  Donald  Guerrero  Ortiz,  

en el ejercicio de la función  pública  encomendada, como máxima autoridad  de las 

instituciones no financieras, descentralizadas y/o  autónomas del Estado dominicano,  y 

aprovechándose de sus facultades discrecionales, se coalicionó con funcionarios públicos 

de mando alto, como los imputados José Ramón Fco. De Jesús Peralta Fernández, ex 

ministro Administrativo de la Presidencia, y Gonzalo Castillo Terrero,  ex ministro de 

Obras Públicas y Comunicaciones, y de funcionarios de nivel medio, entre ellos: el 

fenecido Emilio C. Rivas R.,  ex director general de Bienes Nacionales, Luis Miguel 

Piccirillo M.,   ex director del Consejo Estatal del Azúcar (CEA), Claudio Silver Peña, ex 

director de la Dirección General de Catastro Nacional; Daniel Omar de Jesús Caamaño 

Santana, ex Contralor General de la República, Andrés Guerrero ,  ex Contralor del Banco 

de Reservas, Aldo Antonio Gerbasi Fernández, ex  asesor del Ministerio de Hacienda, 

Princesa Alexandra García Medina, ex directora de la Dirección del Reconocimiento de 

Deuda Pública del Ministerio de Hacienda,  Oscar Arturo Chalas Guerrero,  Julián Omar 

Fernández Figueroa, ambos ex directores de la Dirección de Casino y Juegos de Azar del 

Ministerio de Hacienda, y Víctor Matías Encarnación Montero , ex director técnico de la 

OISOE, con el fin de cometer actos de corrupción para desfalcar y estafar al Estado con 

miles de millones de  los fondos públicos bajo su administración, mediante la realización 

de múltiples maniobras fraudulentas desde el Ministerio de Hacienda.  
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Características principales de la organización  criminal:  

 

a) Utilizaron importantes instituciones del Estado como: el Ministerio de Hacienda, 

la Contraloría General de la República, la Dirección General de Bienes 

Nacionales, el Consejo Estatal del Azúcar, la Dirección General de Catastro 

Nacional, la Dirección General de Presupuesto y el Banco de Reservas como 

espacios operativos de la estructura criminal creada con el objetivo de estafar, 

desfalcar al Estado dominicano y tenerlo como un rehén de la corrupción. 

 

b) Aprovecharon los conocimientos que tenían sobre el manejo de la administración 

pública para violentar sus procedimie ntos y cometer ilícitos penales al estafar y 

desfalcar al Estado dominicano.  

 
c) Identificaba n bienes que habían sido declarados de utilidad pública y a cuyos 

dueños no se les había realizado el pago del justo precio, logrando que el Estado 

dominicano erogara fondos en base a maniobras fraudulentas, fondos que 

retornaban y se traducían en grandes beneficios económicos para los funcionarios 

públicos y parti culares que formaban parte de la referida  organización criminal.  

 

d) Crearon un esquema que incluía la participación de profesionales en ejercicio 

privado que tenían la función de tramitar los proceso s judiciales y 

administrativos de determinación de herederos irregulares, obtención de 

duplicados de títulos, constancias anotadas, determinación de justo precio y 

avalú o en tiempo récord, a fin de crear las condicoines para obtenrr ganancias 

ilícitas.  
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e) Falsearon documentos públicos, como actos de notoriedad, con el fin de excluir 

herederos, a los que afectaron sus derechos fundamentales. 

 
f) Emitían  avalúos para el pago fraudulento de parcelas expropiadas sin los debidos 

soportes técnicos ni los registros correspondientes. 

 
g) Obtenían los pagos sin cumplir mínimamente con los requisitos exigidos para los 

procedimientos de pago. 

 
h) Realizaron pagos de expropiaciones de terrenos empleando manejos fraudulentos, 

es decir, sin acreditarse previamente la calidad de los reclamantes, con 

expedientes incompletos por ausencia de actas del estado civil, certificados de 

títulos y constancias anotadas, ausencia de pago de impuestos sucesorales, entre 

otros. 

 
i)  Emitieron pagos irregulares a personas que, al momento del decreto de 

expropiación, no tenían derechos registrados en la parcela expropiada. 

 
j)  Compelían a los supuestos reclamantes a firmar en su favor cesiones de créditos 

en base a deudas imaginarias, como condición sine qua non para la gestión del 

pago. 

 
k) Utilizaban la m odalidad de las cesiones de créditos fraudulentas a favor de 

interpósitas personas que respondían a los intereses de los funcionarios públicos 

que intervinieron en los acuerdos transaccionales y autorizaban los pagos, como 

instrumento de retorno de las erogaciones con fondo del Estado a su favor. 

 
l)  Simularon deudas basándose en la gestión del pago ante los propios funcionarios 

que formaban parte del entramado corrupto, sin ningún soporte. 
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m) Maniobraron para que un altisimo porc entaje de los montos pagados por deudas 

administrativas , mediante las cesiones de crédito fraudulentas, recayeran en las 

mismas personas físicas y jurídicas que formaban parte del entramado de 

corrupción.  

 
I. Realizaron pagos de terrenos indivisos en base a constancias anotadas, en franca 

violación a lo que establece el Reglamento para el Control y Reducción de 

Constancias Anotadas que prohíbe la transferencia parcial de derechos 

sustentados en una Constancia Anotada2.  

 

n) Utilizaron parcelas que no contaban con declaratoria de expropiación  o de 

utilidad pública y social con el claro interés de realizar pago s fraudulentos y así 

obtener beneficios para el entramado criminal.  

 
o) Crearon empresas donde dieron por ciertas calidades de accionistas a personas 

que desconocían la existencia de su vinculación societaria con dichas entidades, 

las cuales fueron empleadas para recibir cesiones de crédito de parte de los 

supuestos herederos de terrenos expropiados, así como también para la compra 

ilícita de terrenos.  

 
p) Constituyeron empresas con nombres similares a otras empresas con activos 

disponibles, en esta ocasión dando por cierta la existencia de poderes que no 

tenían, con el fin de estafar los capitales ajenos, suplantando su personería 

 
2 Esto se haca ante la imposibilidad de  determinar en qué lugar de la parcela los beneficiarios tenían los derechos 

registrados, con la agravante de que en algunos casos la parcela involucrada tenía una porción de terreno en el área 

declarada de utilidad pública y otra parte en una porción de t erreno que no estaba dentro del decreto de expropiación. 
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jurídica y reclamando la titularidad de sus bienes, para obtener pagos ilícitos con 

fondos públicos. 

 
q) Utilizaron empresas de carpeta cuya única finalidad era la de cobrar los montos 

de las cesiones de crédito, las cuales fueron disueltas inmediatamente recibieron 

los fondos públicos fruto del desfalc o al Estado dominicano.  

 
r) Utilizaron de forma habitual la misma oficina de abogados para la firma de las 

cesiones de crédito, la cual, tanto como persona jurídica como por intermediación 

de sus principales asociados y empleados, resultó ser acreedoras de múltiples 

cesiones de créditos fraudulentas, a través de las cuales se agenciaron de sumas 

millonarias del erario que no se corresponde con los honorarios legales pactados. 

 
s) Crearon una estructura que facilitaba que l uego de realizados los pagos a los 

beneficiarios de las cesiones de crédito, el dinero saliera de las cuentas de estos y 

fuera entregado en efectivo a los directivos de las diferentes instituciones de la 

estructura criminal.   

 
t)  Realizaron la generalidad de los pagos en plena restricción de labores, en ocasión 

de la pandemia del  SARS COVID-19. 

 
u) Efectuaron pagos en tiempo récord, tomando en consideración el tiempo promedio 

que requiere un expediente depositado COMPLETO, es decir, con todos los 

requisitos exigidos por la Dirección de Reconocimiento de Deuda Administrativa 

y la Contraloría General de la República, para obten er la aprobación y 

autorización del pago del Ministro de Hacienda.  
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v) Firmaron  acuerdos transaccionales en el Consejo Estatal del Azúcar sin contar 

con la aprobación del Congreso ni del Poder Ejecutivo, de conformidad con la ley 

núm. 7-66.  

 
w)  Realizaron acuerdos de reconocimiento de deuda, en la Oficina de Ingenieros 

Supervisores de Obras del Estado (OISOE), por trabajos adicionales  en los que 

entre los contratos originales y los acuerdos de reconocimiento de deuda existe un 

promedio de 10 años entre uno y otro.   

 

x) Utilizaron empresas de contratistas del Estado para r ealizar maniobras 

fraudulentas en obras ya adjudicadas, incluyendo obras con cubicaciones de 

cierre, en las que se falsearon trabajos adicionales que no se realizaron, simulando 

la legalidad de los pagos a través de los acuerdos de reconocimiento de deuda.  

 
y) Adulter aron el procedimiento técnico, en la Oficina  de Ingenieros Supervisores de 

Obras del Estado (OISOE), respecto a los acuerdos de reconocimiento de deuda 

por trabajos adicionales que no estaban validados por los técnicos de campo con 

respecto a las volumetrías y las cubicaciones, ni realizaron las inspecciones que 

confirmara la realización de dichos trabajos.  

 
z) Antedataron las fechas, en los acuerdos de reconocimiento de deuda por trabajos 

adicionales, para que pudieran clasificar como deuda administrativa, y así poder 

ser pagados a través del Ministerio de Hacienda.  

 
aa) Utilizaron  la Dirección de Casino y Juegos de Azar para realizar cobros ilegal es 

a los dueños de consorcios de bancas, los cuales fueron realizados al margen de la 

institución, por personas asociadas al entramado y para beneficio de este.  
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bb) Coaccionaban, a través del departamento de fiscalización de la de la Dirección de 

Casino y Juegos de Azar, el cual cerraba los establecimientos comerciales 

relativos a bancas de loterías y deportivas, que no reali zaban el pago ilegal 

requerido, del cual los funcionarios encargados recibían sobornos.  

 

cc) Fomentaron la in stalación de máquinas tragamonedas en los calmados, a 

sabiendas de su ilicitud y el daño que causa, sobre todo en niños, adolescentes y 

jóvenes de sectores humildes, todo a cambio de obtener una mensualidad que era 

cobrada al estilo de la mafia. Durante el  período transcurrido que duró la 

estructura la instalación de máquinas tragamonedas creció de manera 

exponencial especial.    

 
La estructura criminal compuesta por los funcionarios públicos anteriormente señalados, 

utilizaron como sustento los contratos que tenían las empresas del ingeniero Bolívar 

Ventura Rodríguez  con la  extinta Oficina de  Ingenieros Supervisores de Obras del 

Estado (OISOE), para realizar de manera fraudulenta acuerdos de reconocimiento de 

deudas por obras adicionales que no fueron realizadas, con el objeto de distraer la suma 

de mil doscientos treinta y un millones novecientos noventa y tres mil ciento ochenta 

y ocho pesos (DOP 1,231,993,188.00),  que fueron ut ilizados en el financiamiento del 

candidato Gonzalo Castillo Terrero  en las elecciones primarias del Partido de la 

Liberación Dominicana, PLD.   

 

Sin embargo, la mayoría de  los actos ilícitos cometidos por este entramado criminal se 

desarrollaron en el año 2020, durante los meses comprendidos entre enero a julio, 

inclusive, logrando estafar al Estado dominicano a través de múltiples libramientos de 

pagos por concepto de deuda administrativa, en virtud de procesos de contratos de 

compra y venta de inmuebles, de expropiación de terrenos,  y cesiones de créditos, 
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teniendo este período de tiempo las características particulares de la declaración de 

emergencia por la pandemia SARS-COVID -19 y las elecciones presidenciales, 

congresuales y municipales. 

 

En otro orden, el investigado Ángel Donald Guerrero Ortiz utilizó una estructura no 

gubernamental compuesta por los imputados  Ramón Emilio Jiménez Collie (a)  Mimilo 

Jiménez, Fernando Crisóstomo, José Arturo Ureña y José Pablo Ortiz Giraldo, la cual a 

través del Ministerio de Hacienda realizaban procesos de cobros ilegales con la Dirección 

de Casino y Juegos de Azar, una dependencia de dicho Ministerio, durante el periodo 

2016-2020. 

 

Con el propósito anterior,  el imputado Ángel  Donald Guerrero Ortiz  instruyó a los ex 

directores de Casino y Juego de Azar, los imputados Oscar Arturo Chalas Guerrero y  

Julián Omar Fernández Figueroa,  a trabajar para el denominado òProyecto o Programaó,  

que consistía en el cobro ilícito a las bancas deportivas, de loterías y a los colmadones, 

quienes debían pagar una mensualidad o de lo contrario serían cerrados por el Ministerio 

de Hacienda, con un equipo que actuaba bajo la dirección de la estructura que dirigían 

en la parte operativa Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mim ilo Jiménez, José Arturo 

Ureña, Fernando Crisóstomo , entre otros, a cambio de sobornos, como se desarrollará 

más adelante.  

 

III.  Relación precisa y circunstanciada de los hechos  que se imputan  
 
 

¶ Contexto de la presente imputación precisa de cargo:  
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La Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA),  

tiene abierta una investigación en torno a los imputados : Ángel Donald Guerrero Ortiz , 

José Ramón Fco. De Jesús Peralta Fernández, Gonzalo Castillo Terrero, Daniel Omar de 

Jesús Caamaño Santana, Luís Miguel Piccirillo Mccabe , Claudio Silver Peña Peña, Aldo 

Antonio Gerbasi Fernández, Princesa Alexandra García Medina , Julián Omar Fernández 

Figueroa, Andrés Guerrero, Ángel Gilberto Lockward  Mella, Alejandro Antonio 

Constanzo Sosa, Roberto Santiago Moquete Ortiz, Ramón David Hernández, Yajaira 

Brito Encarnación , Marcial Reyes , Ana Linda Fernández de Paola, Emir José Fernández 

de Paola, Oscar Arturo Chalas Guerrero,  Rafael Parmenio Rodríguez Bisonó, Agustín 

Mejía Ávila y Víctor Matías Encarnación Montero, por los hechos siguientes:  

 
En el año 2019, antes de las Elecciones Primarias del Partido de la Liberación 

Dominicana (PLD) , el entonces presidente Constitucional de la República Dominicana, 

Danilo Medina Sánchez,  convocó a una reunión en su despacho del Palacio Nacional, a 

la que asistieron varios miembros de alto nivel de su equipo, entre ellos, los imputados  

Ángel Donald Guer rero Ortiz, José Ramón Peralta, Simón Lizardo, Francisco Pagán, 

entre otros altos funcionarios. En esta reunión el expresidente Danilo Medina Sánchez  

instruyó a sus funcionarios más cercanos, titulares de Ministerios y Direcciones Generales 

que estaban presentes, a buscar dinero para las campañas políticas del año 2019 (internas 

del PLD) y la del año 2020, a sabiendas de que esa búsqueda era ilícita. 

 

 
Posterior a esa reunión el hoy imputado José Ramón Peralta le solicitó al director de la 

Oficina de Ingeni eros Supervisores de Obras del Estado (OISOE), Francisco Pagán, que 

convocara a unos de los principales constructores del Estado dominicano, el ingeniero 

Bolívar Ventura , quien en ese momento tenía lo que entendía eran deudas del Estado 
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dominicano, para que fuera hasta su oficina en el Palacio Nacional. Atendiendo a esta 

solicitud  Pagán convocó a una reunión, en su oficina en la OISOE, al ingeniero Bolívar 

Ventura, quien acudió y luego se trasladó hasta el Palacio Nacional junto a Pagán, lo que 

le facilitaba el acceso y le permitía a Bolívar Ventura  evitar la burocracia propia del 

Sistema de Seguridad de la sede del Gobierno Dominicano.  Una vez en el Palacio 

Nacional, sostuvo una reunión con el imputado José Ramón Peralta, quien le dijo  a 

Bolívar Ventura  que debía hacer un aporte para la campaña y que a cambio se le harían 

unos pagos de deudas que el Estado tenía con él, y que para fines de coordinar los pagos 

debía ir donde el ministro de Hacienda Ángel  Donald Guerrero Ortiz . 

 

En la reunión coordi nada por Francisco Pagán con el ministro de Hacienda, el imputado 

Ángel  Donald Guerrero Ortiz , este último le dijo a Bolívar Ventura , tal como 

previamente le había manifestado el imputado  José Ramón Peralta, que necesitan fondos 

para las elecciones internas del año dos mil diecinueve (2019), que  a cambio de la entrega 

de esos fondos, le pagarían una parte de la deuda que el Estado tenía con él; recursos que 

irían para la campaña interna del Partido de la Liberación Dominicana (PLD), 

específicamente en apoyo al entonces precandidato presidencial Gonzalo Castillo 

Terrero,  lo que evidentemente constituye una estructurada operación de soborno.  

 

En ese contexto el señor Bolívar Ventura  indicó  que tenía muchas deudas y que lo que 

podía hacer era dar doscientos millones de pesos (DOP 200,000.000.00). Esta propuesta 

hizo que siguieran discutiendo los montos, ya que el imputado Ángel Donald Guerrero 

Ortiz  le reclamaba a Bolívar Ventura  que este podía dar más. Finalmente, ante la 

insistencia del exministro  Ángel Dona ld Guerrero Ortiz acordaron que Bolívar Ventura  

entregaría la suma de quinientos millones de pesos, que finalmente subieron a la suma 
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total de quinientos veintisiete millones seiscientos noventa y cuatro mil ochocientos 

treinta y ocho pesos (DOP 527,694,838.00).  

 

Los imputados Ángel  Donald Guerrero Ortiz , José Ramón Peralta y Gonzalo Castillo, 

junto a otros a los que se refiere esta imputación preliminar, se coalicionaron para distraer 

del Estado los referidos quinientos veintisiete millones seiscientos noventa y cuatro mil 

ochocientos treinta y ocho pesos  (DOP 527,694,838.00). Para lograrlo, consiguieron que 

el imputado Víctor Matías Encarnación Montero , director técnico de la OISOE,  

realizara volumetrías falsas de obras, incluso de obras cerradas, que habían sido 

realizadas por las empresas de Bolívar Ventura.  Esas cubicaciones falsas, como tiene 

probado la presente investigación, constituyen una estafa contra el Estado dominicano.  

 

Los imputados Ángel Donald Guerrero Ortiz , José Ramón Fco. De Jesús Peralta 

Fernández, Gonzalo Castillo Terrero , Víctor Matías Encarnación Montero  y Daniel 

Omar de Jesús Caamaño, cometieron estas acciones distrayendo montos millonarios a 

través de cubicaciones adulteradas, las cuales tenían como sustento un reconocimiento 

de deuda, que el constructor no había solicitado, y que fueron realizadas sobre una 

volumetría inexistente. Estas operaciones se realizaron en el año 2019, pero de acuerdo 

con las evidencias, la mayoría de las documentaciones fueron antedatadas con fecha del 

año 2018, esto para poder justificar el pago como deuda pública, ya que una deuda del 

año 2019, bajo ese concepto, no se podía pagar en ese mismo año.  

 

Los imputados Ángel Donald Guerrero Ortiz y José Ramón Peralta  solicitaron decenas 

de millones de pesos al señor Bolívar Ventura , pero al este indicar que no era posible 

mover esas cantidades en efectivo, por la ley de lavado de activos, es ahí que se dispone 

hacer los contactos con el administrador del Banco de Reservas Simón Lizardo , quien a 
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su vez delegó la asistencia en el Contralor del Banco de Reservas, el imputado Andrés 

Guerrero , lo que fue el inicio de la operación de lavado más grande, cometida en el menor 

tiempo, hasta hoy, en detrimento del patrimonio del Estado dominicano.  

 

Las deudas que el Estado dominicano tenía con las empresas del ingeniero Bolívar 

Ventura  (Doiteca , Diprecalt , Construcciones y Diseño RMN y Consorcio Tecnológico 

de la Construcción CTC) , eran deudas en principios basadas en contratos que datan de 

más de 10 años, sobre los que se le prometió entregarle los pagos, bajo la extorsión por 

parte de los imputados Ángel D onald Guerrero Ortiz, José Ramón Peralta y Gonzalo 

Castillo Terrero, de que debía de entregarles para fines políticos  la suma de quinientos 

veintisiete millones seiscientos noventa y cuatro mil ochocientos treinta y ocho pesos  

(DOP 527,694,838.00), lo que evidentemente constituye un esquema de corrupción con 

participación activa de estos funcionarios públicos.   

 

Como fue establecido previamente, la propuesta realizada al señor Bolívar Ventura  fue 

recibir el pago de aproximadamente treinta (30) obras que había construido desde la 

OISOE, que justificarían a través de acuerdos de reconocimiento de deuda por trabajos 

adicionales, aunque en realidad eran cubicaciones maniobradas con falsedad de 

contenido . Es evidente que aquí hay una clara coalición entre los imputados Ángel  

Donald Guerrero Ortiz , José Ramón Fco. De Jesús Peralta Fernández, Gonzalo Castillo 

Terrero, Daniel Omar de Jesús Caamaño y Princesa Alexandra García Medina , para 

estafar al Estado dominicano y distraer fondos millonarios en una mega operación de 

lavado de activos, materializada, además, a través de una asociación de malhechores. 
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Para los primeros pagos a la citada estructura, el señor Bolívar Ventura  utilizó la Agencia 

de Cambio RM, ubicada en el municipio Santo Domingo Este, provincia Santo Domingo, 

cuyo dueño y administrador es el señor Anderson Acevedo, quien le prestó el dinero para 

la primera entrega a la estructura de corrupción, y a través de sus empleados lo trasladó 

a las instalaciones de la OISOE, en donde fueron entregadas a Francisco Pagán. Esta 

acción fue ejecutada dos veces, por la suma de cincuenta millones de pesos (DOP 

50,000,000), cada una. De dichos montos Francisco Pagán le entregó a José Ramón 

Peralta, en su oficina en el Palacio Nacional, la suma de cincuenta millones de pesos 

(DOP 50,000,000.00), en efectivo, y posteriormente entregó la restante suma de cincuenta 

millones de pesos (DOP 50,000,000.00), también en efectivo, al investigado Ángel  

Donald Guerrero Ortiz , en su despacho del Ministerio de Hacienda. 

 

Luego de realizada la entrega de los cien millones de pesos (RD$ 100,000,000.00) en la 

forma que tiene probada la presente investigación, el ingeniero Francisco Pagán le 

manifestó al ingeniero Bolívar Ventura  que las sumas restantes tenía que entregarlas 

directamente al imputado  Ángel  Donald Guerrero Ortiz, quien fue el que dispuso como 

se harían esas entregas.  

 

Posterior a los pagos en efectivo, Francisco Pagán le informó a  Bolívar Ventura  que sería 

contactado para ejecutar las entregas inmediatamente iba recibiendo los pagos de lo 

debido por OISOE. En ese sentido el imputado Andrés Guerrero , quien en ese momento 

era el contralor del Banco de Reservas, le envió un mensaje al señor Bolívar Ve ntura  para 

coordinar el canje de cheques y entrega de dinero en la sucursal del Banco de Reservas, 

ubicada en la calle José Contreras esquina Gral. Jiménez Moya, La Feria, Distrito 

Nacional, quien además organizaba todo para la entrega, las que se realizaban luego de 

haber recibido las instrucciones de su superior; de hecho las evidencias indican que 
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Andrés Guerrero  se refería  sin mayor cuidado a que ese dinero era para  los imputados 

Ángel  Donald Guerrero Ortiz, José Ramón Peralta y Gonzalo Castillo Terre ro.  

 

Los cuatrocientos  veintisiete millones seiscientos noventa y cuatro mil ochocientos 

treinta y ocho millones de pesos  (DOP 427,694,838.00) restantes, fueron recibidos a 

través de quienes dispuso Ángel Donald Guerrero Ortiz, es decir, los señores Ramón 

Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo y José Arturo Ureña, quienes hicieron un esquema de 

distribución en el que participa también el señor Fernando Crisóstomo, el cual a su vez 

es la persona que hacía la entrega de efectivo al imputado Víctor Matías Encarnación 

Montero , quien, como hemos dicho, se encargaba de adulterar las volumetrías de la 

OISOE. Es preciso destacar que todo este esquema operaba con la participación directa 

de Francisco Pagán, como director de la OISOE, y con el entonces contralor general de 

la República Daniel Omar De Jesús Caamaño Santana, quien realizaba el trámite de los 

pagos sin hacer ningún control, a cambio de recibir su porcentaje de los sobornos.  

 

La operación de lavado de activos a la que hacemos referencia en la presente instancia se 

realizó a nivel financiero en la forma siguient e:  

 

¶ Cheque núm. 009401 del BanReservas, de la empresa Diprecalt CxA, a nombre del 

señor Luis Joaquín Feliz , quien es empleado del señor Bolívar Antonio Ventura 

Rodríguez,  de fecha veintiuno (21) de agosto del año 2019, por el monto de 

veinticinco millones  de pesos (DOP 25,000,000.00). 

¶  Cheque núm. 009414 del BanReservas, de la empresa Diprecalt CxA, a nombre del 

señor Luis Joaquín Feliz , de fecha veintiocho (28) de agosto del año 2019, por el 

monto de veinticinco millones de pesos (DOP 25,000,000.00). 



 

Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa    
PEPCA 

Criminalidad Organizada  
Operación Calamar  

 

Avenida Jiménez Moya, esquina Juan Ventura Simó, Centro de Los Héroes Constanza, Maimón y Estero 
Hondo, Teléfono 809-533-3522 EXT.400 ð 249, correo pepca@pgr.gob.do. 

Página 38 de 2120 

 

¶  Cheque núm. 009458 del BanReservas, de la empresa Diprecalt CxA, a nombre del 

señor Luis Joaquín Feliz , de fecha veinte (20) de septiembre del año 2019, por el 

monto de cincuenta millones de pesos (DOP 50,000,000.00). 

¶  Cheque núm. 009464 del BanReservas, de la empresa Diprecalt CxA, a nombre del 

señor Luis Joaquín Feliz , de fecha veintitrés (23) de septiembre del año 2019, por el 

monto de setenta y cinco millones de pesos (DOP 75,000,000.00). 

¶  Cheque núm. 009465 del BanReservas, de la empresa Diprecalt CxA, a nombre del 

señor Luis Joaquín Feliz , de fecha veintitrés (23) de septiembre del año 2019, por el 

monto de cincuenta y cinco millones de pesos (DOP 50,000,000.00). 

¶  Cheque núm. 001428 del BanReservas, de la empresa Construcciones y Diseños 

RMN, S.R.L., a nombre del señor Luis Joaquín Feliz , de fecha diez (10) de 

septiembre del año 2019, por el monto de treinta y cinco millones de pesos (DOP 

35,000,000.00). 

¶ Cheque núm. 001542 del BanReservas, de la empresa Consorcio Tecnológico de la 

Construcción (CTC), a nombre del señor Luis Joaquín Feliz , de fecha diecinueve 

(19) de septiembre del año 2019, por el monto de sesenta millones de pesos (DOP 

60,000,000.00). 

¶  Cheque núm. 001543 del BanReservas, de la empresa Consorcio Tecnológico de la 

Construcción (CTC), a nombre de Jorge Cecilio Mena , de fecha diecinueve (19) de 

septiembre del año 2019, por el monto de cincuenta millones de pesos (DOP 

50,000,000.00).  

¶  Cheque núm. 001544 del BanReservas, de la empresa Consorcio Tecnológico de la 

Construcción (CTC), a nombre de Luis Joaquín Feliz , de fecha diecinueve (19) de 

septiembre del año 2019, por el monto de cincuenta y siete millones seiscientos 

noventa y cuatro mil ochocientos treinta y ocho pesos (DOP 57,694,838.00).  
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¶  Cheque núm. 001563 del BanReservas, de la empresa Consorcio Tecnológico de la 

Construcción (CTC), a nombre de Luis Joaquín Feliz , de fecha veintiséis (26) de 

septiembre del año 2019, por el monto de cincuenta millones de pesos (DOP 

50,000,000.00). 

¶  Cheque núm. 001564 de la empresa Consorcio Tecnológico de la Construcción 

(CTC), a nombre de Jorge Cecilio Mena , quien es empleado del señor Bolívar 

Antonio Ventura Rodríguez , de fecha veintiséis (26) de septiembre del año 2019, 

por el monto de cincuenta millo nes de pesos (DOP 50,000,000.00). 

 
Es bueno destacar que, luego que los imputados Ángel Donald Guerrero Ortiz y José 

Ramón Peralta recibieron los cien millones de pesos (DOP 100,000,000.00) en la forma 

que se ha establecido, inició el esquema de entrega conocido como òla casitaó, en 

referencia al lugar en el que recibían el dinero en efectivo dichos imputados, quienes a su 

vez se lo entregaban al imputado Gonzalo Castillo Terrero . La mayoría de las entregas 

de dinero a Gonzalo Castillo fueron realizadas por Ramón Emilio Jiménez Collie (a) 

Mimilo .  

 
Luego de entregada la suma de quinientos veintisiete millones seiscientos noventa y 

cuatro mil ochocientos treinta y ocho pesos  (DOP 527,694,838.00), Francisco Pagán, por 

requerimiento que le habían hecho a él el ex ministro de Hacienda Ángel  Donald 

Guerrero Ortiz , volvió a solicitarle al ingeniero Bolívar Ventura  más recursos 

económicos, y ante la negativa del mismo justificado en el hecho de que estaba 

prácticamente en estado de quiebra,  le plantearon que buscarían un formato en el que 

no lo perjudicaran financieramente, que no se preocupara, y efectivamente se dio 

continuidad a la modalidad de adulterar las cubicaciones, pero en esta nueva etapa, todos 

los recursos que se sacaban vía esa modalidad eran para la estructura.  
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Buscaron otras obras ya adjudicadas al ingeniero Bolívar Antonio Ventura,  incluyendo 

obras con cubicaciones de cierre, en las que se falsearon trabajos adicionales que no se 

realizaron, simulando la legalidad de los pagos a través de los acuerdos de 

reconocimiento de deuda. Estos procesos contenían informes de volumetría viciados de 

falsedad de contenido y violatorios al procedimiento de la OISOE, donde se procedió a 

realizar los acuerdos de reconocimiento de deudas públicas, adulterando las fechas, ya 

que a pesar de que se realizaron en el año 2019, se pusieron como firmados en el año 2018, 

para que pudieran clasificar como deuda administrativa y así poder ser pagado a través 

del Ministerio de Hacienda. En este esquema de corrupción estatal participaron de 

manera directa los imputados José Ramón Peralta, Ángel Donald Guerrero Ortiz, 

Francisco Pagán Rodríguez, Daniel Omar Caamaño, Andrés Guerrero y Víctor Matías 

Encarnación, quienes en esta ocasión lograron distraer del erario la cantidad de 

setecientos cuatro millones doscientos noventa y ocho mil trescientos cincuenta pesos 

(DOP 704,298,350.00), en su totalidad provenientes de cubicaciones adulteradas.  

 
La suma señalada en el párrafo anterior, de setecientos cuatro millones doscientos 

noventa y ocho mil trescientos cincuenta pesos (DOP 704,298,350.00), el ingeniero 

Bolívar Ventura  la hizo efectiva mediante el cambio de cheques de sus compañías 

Doiteca S.R., Consorcio Tecnológico de la Construcción (CTC) Diprecalt, CxA, y 

Construcciones y Diseño, RMM, S.R.L , a nombre de su empleado Luis Joaquín Feliz , 

luego de lo cual entregó en efectivo dicha suma a la estructura, como se puede ver en el 

cuadro siguiente: 
 

CHEQUE BENEFICIARIO  VALOR DOP  

2589 Luis Joaquín Feliz  141,625,972.00 

1658 Luis Joaquín Feliz 93, 545,000.00 

9478 Luis Joaquín Feliz 15,778,005.00 
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9481 Luis Joaquín Feliz 100,000,000.00 

9516 Luis Joaquín Feliz 143,734,500.00 

9554 Luis Joaquín Feliz 15,100,000.00 

1454 Luis Joaquín Feliz 49,514,873.00 

1457 Luis Joaquín Feliz 145,000,000.00 

Total   704,298,350.00 

  

Estos cheques fueron cambiados por los empleados del ingeniero Bolívar Ventura,  hoy 

testigos de la imputación Luis Joaquín Feliz y Jorge Cecilio Mena, en el Banco de 

Reservas ubicado en la avenida José Contreras, esquina Gral. Jiménez Moya, La Feria, 

Distrito Nacional, específicamente el Centro de Acopio, el cual era utilizado por el 

entramado de corrupción como una especie de caja chica de la estructura.  

 
El plan criminal mat erializado por los imputados José Ramón Peralta y Ángel  Donald 

Guerrero Ortiz , para beneficiar a la campaña política de Gonzalo Castillo Terrero, 

utilizó las empresas del ingeniero Bolívar Ventura , las cuales efectivamente fueron 

beneficiadas con los libramientos núms. 2418,3015, 3629, 4089, 4162, 2610, 2765, 2770, 

2771, 2773, 2774,2775, 2827, 3232, 3657 y 5207, mediante los cuales le fue liberado desde 

el Ministerio de Hacienda pagos por un aproximado de dos mil ciento ochenta y cinco 

millones cuatrociento s ochenta y nueve mil quinientos noventa y ocho pesos con 

77/100 (DOP  2,185,489,598.77), asumido como deuda administrativa, obligación del 

Tesoro, de los cuales el ingeniero Ventura  entregó a la estructura de corrupción un 

aproximado de mil doscientos tre inta y un millones novecientos treinta y tres mil 

ciento ochenta y ocho pesos (DOP 1,231,993,188.00), fondos que en consecuencia fueron 

distraídos del erario, con lo cual se configuran los tipos penales de coalición de 
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funcionarios, soborno, estafa al Estado dominicano, financiamiento ilícito de campaña  y 

lavado de activos.  

 
A pesar de la exorbitante suma de dinero que el ingeniero Bolívar Ventura  le entregó a 

la estructura criminal, persistía la necesidad de obtener más fondos para el 

financiamiento de la campaña política interna del Partido de la Liberación Dominicana  

del año 2019, y para las elecciones generales del año 2020, en beneficio del imp utado 

Gonzalo Castillo Terrero.  Es por esta razón que Ramón Emilio Jiménez Collie (a) 

Mimilo , ante un señalamiento que le hizo  Ángel  Donald Guerrero Ortiz sobre una 

operación que había realizado y que está bajo investigación, le indicó  a Fernando 

Crisóstomo que tenía los expedientes a través de los cuales se podían adquirir los fondos 

públicos para destinarlo al financiamiento político y a la vez lucrarse (indebidamente) a 

título personal, así como lucrar a los demás integrantes de este concierto criminal, todo 

esto en perjuicio del patrimonio público.  

 

En ese contexto, Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo  le presentó al exministro 

Ángel Donald Guerrero Ortiz  al señor Fernando Crisóstomo Herrera  quien, entre otras 

actividades, se dedicaba al cobro de deuda administrativa, que no son m§s que òlas 

obligaciones contraídas por el Gobierno Central, las instituciones autónomas y 

descentralizadas del sector público con proveedores, suplidores, contratistas de bienes, 

servicios u obras y expropiaciones, que no han sido resarcidasó. Form§ndose as² entre 

estos un concierto de voluntades a los fines de estafar al Estado dominicano, donde  

Fernando Crisóstomo Herrera  asumió la responsabilidad de captar e identificar casos 

que pudieran servir de base para hacer reclamos de pagos de Deuda Administrativa al 

Estado, en particular de pago de obligaciones económicas contraídas por el Estado 

dominicano por casos de expropiaciones de inmuebles o adquisiciones de terrenos por 
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parte de la Dirección  General de Bienes Nacionales y del Consejo Estatal del Azúcar 

(CEA). 

 
En la medida en que se requerían recursos económicos, Fernando Crisóstomo Herrera , 

que es quien tenía el expertis o know how para el manejo de este tipo de casos, presentaba 

los reclamos de pagos de Deuda Administrativa por concepto de expropiación de 

inmuebles o adquisiciones de terrenos, mientras que Ramón Emilio Jiménez Collie (a) 

Mimilo  fungía como el contacto directo con el imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz  

y la estructura no gubernamental que manejaba Fernando Crisóstomo.   

 
En la totalidad de estos casos se emplearon contratos de cesiones de créditos simuladas, 

sin causas o por causa de pago de deudas inexistentes, entre los propietarios o supuestos 

propietarios de los terrenos expropiados o inmuebles adquiridos, donde de manera 

sistemática figuraban Pedro María de la Altagracia Veras,  Marcos Martínez Hernández , 

y la razones sociales Axionova Group, S.R.L., BXT Dominicana, S.R.L., Prominex 

Multiservicios, S.R.L. y Rediux Consulting, S.R. L., como los beneficiarios o cesionarios, 

a través de quienes Fernando Crisóstomo Herrara  distraía los fondos públicos que 

posteriormente entregaba Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo , para que este a su 

vez lo entregara a la estructura de corrupción de Ángel  Donald Guerrero Ortiz, José 

Ramon Peralta y Gonzalo Castillo Terrero.  

 

Los terrenos expropiados fueron identificados en distintos puntos de la geografía 

nacional: Higüey, provinci a La Altagracia, específicamente dentro del ámbito del área 

protegida del Parque Nacional del Este (Cotubanamá); en el municipio Santo Domingo 

Este, provincia Santo Domingo, en donde una de las parcelas se corresponde al terreno 

en donde se encuentra ubicado el Aeropuerto Internacional de Las Américas (AILA); 

Distrito Nacional, en una parcela ubicada en la franja marítima del Malecón; municipio 
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Santo Domingo Oeste, provincia Santo Domingo, dentro de los terrenos donde se 

construyó el Merca Santo Domingo; en Cotuí, provincia Sánchez Ramírez, entre otros. 

 

Estos expedientes correspondían a procesos de expropiaciones de terrenos de las 

instituciones: Dirección General de  Bienes Nacionales, Consejo Estatal del Azúcar y el 

Instituto Agrario Dominicano , en los cuales alteraron el procedimiento de deuda pública 

para obtener fondos del Estado a través del Ministerio de Hacienda, ascendente, 

aproximadamente, a la suma de  treinta y un mil ciento cuarenta y siete millones 

cincuenta y tres mil cuatrocientos veintidós pe sos con quince centavos (DOP 

31,147,053,422.15), como se detalla a continuación:                                                                                                 

 

Caso/Parcela Expropiada  Monto Involucrado  

1. Caso expropiación Molinería Oriental, Parcela 115-REF, DC 

6, Sto. Dgo. 

DOP 53,895,000.00 

2. Caso expropiación la Sociedad Comercial Manuel María 

Velázquez e hijos, Parcela 37-C Reformada 1, DC 6, DN.  

DOP 361,280,250.00 

3. Caso expropiación de sucesores Bernardino Mercedes, 

Parcela 613, DC 32, Boca Chica.   

DOP 85,891,050.00 

4. Caso expropiación de sucesores de Manuel Milcíades Morilla 

Soto, Parcela 5, DC 11, Cotuí.     

DOP 669,480,750.00 

5. Caso expropiación sucesores de Manuel Reyes y Compartes, 

Parcela 613, DC 32, Boca Chica. 

DOP 1,288,365,750.00 

6. Caso expropiación sucesores de Manuel Reyes, Parcela 613, 

DC 32, Boca Chica. 

DOP 474,075,301.00 

7. Caso expropiación sucesores de Jorge Mota, Parcela 10, DC 

10/01, Higüey.  

DOP 645,809,502.11 

8. Caso expropiación sucesores del señor Rafael María Gatón, 

Parcela 20, DC 10/02. // Geramen Gatón, Edwin R. Gómez 

Gatón y Fátima E. Gatón S., Parcela 20, DC 10/2da // 

Francisca Toloparca Gatón, Parcela 20, DC 10/2da, Higüey. 

 

DOP 6,451,653,522.50 

 

9. Caso expropiación Pedro Landestoy Garrido, Luis Miguel 

Suárez Irrizarry, Parcela 19, DC 10/1era, Higüey.      

DOP 555,584,180.00 
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10. Caso expropiación Sucesores de Genaro Arturo Quiñones, 

Parcela 19, DC 10/1era, Higüey.      

 

DOP 92,544,500.00 

11. Caso expropiación de Marcial Santana Guilamo y Sandra 

Xiomara Pereyra Cuello, Parcela 18, DC 10/2da, Matrícula: 

3000205849, Higüey.      

DOP 1,072,204,300.20 

12. Caso expropiación de El Algodonal, Parcela 74-C, 214 B Y 

142-C, DC 2, DN.  

DOP 553,160,000.00 

13. Caso expropiación de Mártires Santana, Parcela 18-C, DC 

10/2da, Higüey.  

DOP 78,607,000.00 

14. Caso expropiación de Juan Julio Ceballo Santana, Parcela 18-

C, DC 10/2da, Higüey.  

DOP 393,019,800.00 

15. Caso expropiación de Hemenegilda Santana, Parcela 18-C, 

DC 10/2da, Higüey.  

DOP 78,607,000.00 

16. Caso expropiación de Sucesores de Alessandra de Fdez de 

Paola, Parcela 9, DC 10/1ra, Higüey.  

DOP 4,768,003,710.00 

17. Caso expropiación de Sucesores de Delia Reyes Escotto, 

parcela 613, DC: 32, Distrito Nacional.  

DOP 515,346,300.00 

18. Caso expropiación de Juan A. Acevedo, Parcela 14, DC 

10/1ra, Higüey.  

DOP 3,198,281,243.84 

19. Caso Batessino Bruno Palamara Mieses, parcela 25 y 31, 

matrículas 3000268421 y 3000268404. 

DOP 831,982,074.00 

20. Caso Ana Agustina Evelin Luciano, parcela, DC: 

3095531474705. 

DOP 55,411,972.00 

21. Caso Freddy Armando Gil Portalatín y Verónica Hernández 

Susana, parcela, DC: 3000268435 y 3000268420. 

 

DOP 277,327,358.00 

22. Sucesores Enríquez López / Gloria Mercedes Abreu Valdez 

de López, Emperatriz Josefina López Abreu y Enrique 

Roberto López Abreu, Parcela 31, del Distrito Catastral 8, 

Matrícula: 3000268436. 

 

DOP 221,861,185.00 

23. Inmobiliaria Santa Bárbara S.A., Parcela 1-REF-E-2 y 1-REF-3, 

DC: 2º, Municipio Santo Domingo Norte, Matricula: 

3000238561 y 3000201851.  

DOP 855,964,000.00 

24. Expropiación Hacienda Cotuí, parcelas núms. 1-Prov.-A-1, 1-

Prov.-A-2, 22-PORC-P y 22-Q-2, del Distrito Catastral núm. 5, 

ubicados en el municipio de Cotuí, provincia Juan Sánchez 

Ramírez. 

 

DOP 275,433,349.25 

25. Casino Unión Dueyana Inc y/o Casino Unión Higüeyana 

Inc., Parcela 20, 10/2da, matrícula no. 3000011535, Higüey, 

Provincia La Altagracia.    

 

DOP 1,226,283,825.00 
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26. Tropical Global Farms, SRL, Parcela 7, 10/1, matrículas: 

3000407183 y 3000407182, Higüey, Provincia La Altagracia.    

 

DOP 4,985,636,000.00 

27. Guillermina María Muñoz Torre, Luis Eduardo Aybar 

Medrano, Andrés Alejandro Aybar Báez, Teresa Aybar 

Medrano, Rafael Federico Aybar Medrano, Felipe de Jesús 

Perdomo Aybar, Umberto Aybar Báez, Gabriela Aybar 

Medrano, Parcela 7, 10/1, matrículas: 3000407183 y 

3000407182, Higüey, Provincia La Altagracia.    

 

 

DOP 805,911,150.00 

 

Total     

                                                                                                                 

DOP 30,871,620,072.9 

 
El modus operandi consistía en que, bajo las instrucciones y acciones precisas y directas 

del ministro de Hacienda, para ese entonces, el imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz , 

realizaron maniobras fraudulentas con el objetivo de distraer del erario miles d e millones 

de pesos. Como parte de esas maniobras se proyectaron pagos bajo el concepto de ôõpago 

de deuda administrativaõõ por la cantidad aproximada  treinta mil ochocientos setenta 

y un millones seiscientos veinte mil setenta y dos pesos con 9/100 (DOP 

30,871,620,072.9), por concepto de acuerdos transaccionales, de los cuales hemos 

identificados que lograron sustraer aproximadamente  DOP 11,962,123,823.02; de estos 

último la estructura manejada por Fernando Crisóstomo  distrajo  DOP 10, 067,724,003.25 

por operaciones relacionadas a pagos por expropiaciones de terrenos, así como la 

simulación de compra y venta de terrenos bajo la modalidad de deudas administrativa .  
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Entre las maniobras fraudulent as realizadas por el entramado están los múltiples 

contratos de cesiones de crédito facilitados a personas de entera confianza de la 

estructura, pero que no hay forma de justificar en qué se fundamentan las cesiones de 

créditos, ya que las personas físicas o morales que son beneficiarias de las mismas, no 

realizaban pagos ni acciones que justifiquen ni una parte ínfima de los montos cedidos, 

mayormente utilizaron las empresas de carpetas Axionova Group, S.R.L., BXT 

Dominicana, S.R.L., Prominex Multiservicios, S.R.L. y Rediux Consulting, S. R.L., 

adquiridas por Fernando Crisóstomo  para estos fines ilícitos, las cuales fueron disueltas 

luego de cumplir con su objetivo de ser el vehículos societarios utilizados para distraer 

sumas millonarias del patrimonio público.  
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Por las medidas cautelares trabadas de forma oportuna por el Ministerio Público,  

consistentes en oposiciones de pagos, libramientos, y transferencias de bienes inmuebles, 

que fueron autorizadas por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del Distrito 

Nacional, mediante las órdenes judiciales de oposición a Transferencia de Bienes 

Inmuebles y oposición a pago núm. 0003-SEPTIEMBRE-2022, de fecha veintitrés (23) de 

septiembre del año 2022; Autorización Oposición de Pago y Libramientos, OPOS-001-

JULIO-2022 de fecha veinte (20) de julio del año 2022, orden judicial de Autorización de 

Información Financiera y Tributaria núm. 0010 -DICIEMBRE-2021, de fecha veintinueve 

(29) de diciembre del año 2021, se pudo evitar la distracción de aproximadamente trece 

mil cuatrocientos treinta y un millones doscientos treinta y ocho mil trescientos 
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cuarenta pesos con cuarenta y seis centavos  (DOP 13,431,238,340.46), de los fondos 

públicos que quedaron pendientes de pagos, equivalente al 20% de las sumas que fueron 

distr aídas y otros procesos de pagos que están bajo investigación.  

 
Era recurrente que el ministro de Hacienda, Ángel Donald Guerrero Ortiz , mediante 

comunicación, instruyera al viceministro del Tesoro, Rafael Gómez Medina,  registrar 

órdenes de pagos en el Cap²tulo 999 òObligaciones del Tesoroó (deuda administrativa) 

por concepto de acuerdos transaccionales, a los fines de emitir los libramientos de pagos 

envueltos en esta investigación.  

  

Muestra ilustrativa 

 

Es importante resaltar que el imputado Ángel  Donald Guerrero Ortiz autorizó el 

desembolso de varios libramientos, a los fines de obtener los fondos requeridos por la 

estructura de corrupción en la cual estaba coalicionado con los demás funcionarios ya 

mencionados, sin someterlos al proceso de control previo establecido por la Ley 10-07 de 



 

Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa    
PEPCA 

Criminalidad Organizada  
Operación Calamar  

 

Avenida Jiménez Moya, esquina Juan Ventura Simó, Centro de Los Héroes Constanza, Maimón y Estero 
Hondo, Teléfono 809-533-3522 EXT.400 ð 249, correo pepca@pgr.gob.do. 

Página 50 de 2120 

 

Control Interno, de la Contraloría General de la República, como se verá en otra parte de 

la presente medida. 

 

 
En la presente investigación se ha determinado que Ramón Emilio Jiménez Collie (a) 

Mimilo, José Andrés Familia, Fernando Crisóstomo Herrera, Álvaro Jiménez 

Crisóstomo, Efraín Santiago Báez Fajardo, José Pablo Ortiz Giraldo, José Arturo Ureña, 

Juan Alexander Tapia Holguín, Pedro María de Altagracia Veras, Bernardo Rafael 

Ledesma Méndez, Ángel Gilberto Lockward Mella,  Alejandro Antonio Constanzo 

Sosa, Agustín Mejía Ávila, Roberto Santiago Moquete Ortiz, Ramón David 

Hernández, Yajaira Brito Encarnación, Marci al Reyes, Ana Linda Fernández de Paola 

y Emir José Fernández de Paola, están vinculados en el entramado de corrupción, los 

cuales realizaron acciones en favor de dicha estructura, para los procesos de pagos por 

expropiaciones, cuya participación fue vital para lograr los  libramientos emitidos por el 

Ministerio de Hacienda.  

 
La investigación realizada por la Procuraduría Especializada de Persecución de la 

Corrupción Administrativa (PEPCA) tiene probado que el investigado  Ángel  Donald 

Guerrero Ortiz  utilizó como complemento a la estructura gubernamental las acciones 

típicas cometidas por los ciudadanos Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo, José 

Andrés Familia, Fernando Crisóstomo Herrera, Álvaro Jiménez Crisóstomo, Efraín 

Santiago Báez Fajardo, José Pablo Ortiz Giraldo, José Arturo Ureña, Juan Alexander 

Tapia Holguín, Pedro María de Altagracia Veras, Bernardo Rafael Ledesma Méndez,  

Ángel Lockward Mella,  Alejandro Antonio Constanzo Sosa, Agustín Mejía Ávila, 

Roberto Santiago Moquete Ortiz, Ramón David Hernández, Yajaira Brito Encarnación, 

Marcial Reyes,  Ana Linda Fernández de Paola y Emir José Fernández de Paola, entre 

otros, cuyas acciones se detallan en otra parte de la presente instancia, para a través del 
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Ministerio de Hacienda llevar a cabo procesos ilegales de deuda pública y con ello 

distraer miles de millones de pesos del patrimonio del Estado dominicano para 

beneficiarse de manera personal y a la vez obtener fondos ilícitos durante los años 2019 

y 2020, para financiar la campaña política del Partido de la Liberación Dominicana , 

hechos con los cuales incurrieron en el lavado de activos y financiamiento ilícito de 

campañas, entre otros.  

 
Conforme a la necesidad, se apropiaron de la mayor parte de los fondos consignados en 

el capítulo 0999, obligaciones del Tesoro de los años 2019-2020, en particular los fondos 

de la subcuenta 4.2.1.1, en los cuales se aplicaron los pagos de expropiaciones que están 

siendo objeto de la presente investigación. En ese sentido, el presupuesto nacional del 

año 2019 tenía una apropiación presupuestaria inicial de noventa mil cuatrocientos 

diecio cho millones trescientos veintiún mil ciento cincuenta y seis pesos  (DOP 

90,418,321,156.00), de los cuales treinta y dos mil quinientos cincuenta y dos millones 

ochocientos cincuenta y dos mil trescientos cuarenta y un pesos ( DOP 

32,552,852,341.00), fueron destinados a la subcuenta 4.2.1.1, reservada para la 

disminución de cuentas por pagar a corto plazo.  

 

Mientras que en el año 2020, se consignó para las obligaciones del tesoro, capítulo 0999, 

una apropiación presupuestaria inicial de ciento tres mil cuatrocientos setenta y siete 

millones cuatrocientos diecinueve mil quinientos siete pesos  (DOP 103,477,419,507.00), 

de los cuales treinta y cuatro mil seiscientos ochenta y siete millones cuatrocientos 

dieciocho mil cuatrocientos setenta y seis pesos  (DOP 34,687,418,476.00), fueron 

destinados a la sub cuenta 4.2.1.1, reservada para la disminución de cuentas por pagar a 

corto plazo, sufriendo esta sub cuenta una modificación presupuestaria para un aumento 

de veintinueve mil trescientos veinte millones novecientos cincuenta y ocho mil pesos 
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con 60/100 (DOP 29,320,958,000.60), que elevó su partida a sesenta y cuatro mil ocho 

mil lones trescientos setenta y seis mil cuatrocientos setenta y seis pesos con 60/100 

(DOP 64,008,376,476.60), de los cuales fueron ejecutados un total de cincuenta y cuatro 

mil doscientos seis millones novecientos un mil seiscientos noventa y ocho pesos con 

37/100 (DOP 54,206,901,698.37). 

 
La indicada partida, pr oveniente de los procesos fraudulentos de pago por 

expropiaciones, que fue destinada al financiamiento ilícito de la campaña electoral del 

imputado Gonzalo Castillo Terrero, y para operaciones de lavado de activos 

provenientes de actos de corrupción, a lo interno de la estructura criminal era identificada 

con el codinome  ôõParte Oficialõõ, que equivalía aproximadamente al 30% de los ingresos 

que obtenían de los pagos por expropiación que se realizaron de manera fraudulenta en 

el Ministerio de Hacienda, de los cuales el imputado Gonzalo Castillo Terrero  recibió 

personalmente, el monto aproximado de tres mil novecientos ochocientos doce  

millones (DOP 3,812,000,000,00).  

 
El Ministerio Público tiene evidencia de que el imputado Gonzalo Castillo Terrero  

recibió la suma antes señalada en efectivo, de manos de Ramón Emilio Jiménez Collie 

(a) Mim ilo . Así mismo era frecuente que el imputado  Gonzalo Castillo Terrero llamara 

para pedir más y más recursos, a sabiendas de la procedencia ilícita de estos fondos 

distraídos del Estado, que le fueron entregados a Gonzalo Castillo Terrero  para financiar 

parte de su campaña interna en el año 2019 y su candidatura presidencial en el año 2020, 

pero los mismos no fueron declarados3 ante la Junta Central Electoral, evidentemente 

porque no podían justificar su procedencia. El imputado Ángel  Donald Guerrero Ortiz 

fue quien dio instrucciones a Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo  para que 

 
3 Ver certificación no. JCE-SG-CE 11923-2022de la Junta Central Electoral de fecha 18/10/2022 y cd anexo. 
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entregara el indicado capital ilícito en efectivo al investigado Gonzalo Castillo Terrero, 

y el mismo siempre confirmaba las entregas. 

 

Tal como se evidencia con los hechos previamente señalados, parte importante de los 

fondos distraídos del Estado dominicano, fueron recibidos, de manera personal, por el 

imputado Gonzalo Castillo Terrero,  quien, para fecha de la emisión de los libramientos 

de pago de los expedientes por expropiaciones por el Ministerio de Hacienda, ya se había 

convertido en el precandidato al que apoyaba el entonces presidente Danilo Medina 

Sánchez. Lo cierto es que las evidencias revelan su absoluta disposición a que el dinero 

distraído fuera exclusivamente a la campaña del entonces precandidato Gonzalo Castillo 

Terrero,  quien conforme demuestran los elementos de prueba recabados, recibía de 

manera personal y en su oficina, los fondos distraídos, y de manera excepcional los 

recibían personas de su confianza. Las entregas de las sumas de dinero de procedencia 

ilícita se hicieron en el edificio GAMPSA IV piso 7, ubicado  en la calle José López, entre 

las calles Luis Padilla y Amelia Francasci, Distrito Nacional, o en un lugar al que 

denominaron  òla  casitaó, ubicada calle Ceiba núm. 102, esquina Helios, en el sector de 

Bella Vista, Distrito Nacional.  
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La estructura criminal de corrupción utilizaba recurrentemente las sucursales del Banco 

de Reservas que obedecían los intereses particulares de la organización delictiva, 

entiéndase, la oficina del banco de Reservas de la torre Churchill, cuyo gerente comercial 

era Carlos Francisco Báez Batista, y el Centro de Acopio del Banco de Reservas, ID 45232, 

ubicado en la Ave. Jiménez Moya, del cual el director de Administración de Efectivos es 

el señor Francisco Abreu Abreu . Dichos empleados eran quienes recibían a los choferes 

de Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo , señor Juan Alexander Tapia Holguín   y 

en una ocasión el  señor Adolfo  Vicente  Encarnación,  cuando  los mismos se 

presentaban a retirar los fondos de las cuentas de las empresas Axionova Group, S.R.L., 

BXT Dominicana, S.R.L., Prominex Multiservicios, S.R.L. y Rediux Consulting, S.R.L., 

así como de las cuentas bancarias de Pedro María De la Altagracia Veras y de Marcos 

Martínez Her nández (las cuales era manejadas por Efraín Santiago Báez Fajardo, 

persona de confianza de Fernando Crisóstomo ) mediante aviso de débito (volantes de 

retiro) y cheques.  

 

Luego se cambió la modalidad de entrega, y por disposición del imputado                                    

Andrés Guerrero, se procedió a enviar un camión blindado del Banco de Reservas, desde 

la sucursal bancaria antes indicada (desde el Centro de Acopio) hasta el parqueo de la 

oficina de Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo , ubicada en la Ave. Max Henrique 

Ureña, esquina Winston Churchill, Torre In Tempo, Distrito Nacional, lo cual sucedía 

usualmente alrededor de la 6:00 p.m., una vez que el dinero procedente de las 

transferencias realizadas por el Ministerio de Hacienda, estaban disponibles. Desde allí 

posteriormente eran llevadas por Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo  a la oficina 

comercial del imputado Gonzalo Castillo Terrero, ubicada en el Edificio Gampsa IV, piso 

7, calle José López, entre las calles Luis Padilla y Amelia Francasci, Distrito Nacional, o 

en la denominada òla casitaó, ubicada calle Ceiba núm. 102, esquina Helios, en el sector 
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de Bella Vista, como se indicó anteriormente. Al finalizar la ent rega, Ramón Emilio 

Jiménez Collie (a) Mimilo  reportaba la misma al imputado Ángel  Donald Guerrero 

Ortiz , quien en algunas ocasiones se encontraba presente en la entrega.   

 

De la forma previamente señalada el señor Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo, 

por instrucciones directas  dadas por el imputado  Ángel Donald Guerrero Ortiz,  entregó 

directamente al imputado Gonzalo Castillo Terrero , en su persona, tres mil novecientos 

ochocientos doce  millones (DOP 3,812,000,000,00), quien los recibía en efectivo, en 

bolsas y maletas de viajes, confirmándose su participación en la estructura de corrupción 

donde se obtenía fondos públicos de manera fraudulenta para posteriormente invertirlos 

en campañas políticas y en uso personal, y con ello incurrir en el lavado de capitales. 

  

La campaña electoral interna del imputado Gonzalo Castillo Terrero,  de manera oficial 

duró 66 días; tiempo que transcurrió entre el treinta y uno (31) de julio del año 2019, 

cuando presentó sus aspiraciones para llegar a ser candidato a la Presidencia de la 

República por el Partido de la Liberación Dominicana (PLD), hasta el seis (6) de octubre 

del mismo año, fecha de las primarias de su partido, en la cual resultó ganador. Durante 

ese tiempo el investigado recibió sumas millonarias del Estado dominicano, que él sabía 

eran de procedencia ilícita, y que por demás era acción típica de financiamiento ilícito de 

campaña y lavado de activos, ya que los fondos no fueron reportados en el informe de 

financiamien to realizado por el Partido de la Liberación Dominicana (PLD).  

 

Por otro lado, Fernando Crisóstomo Herrera  disponía la entrega correspondiente al 6% 

del total de los fondos obtenidos por la estructura de manera ilegal (de los pagos por 

expropiación de terrenos y de la compraventa irregular de terrenos al Estado), en forma 
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proporcional, a los señores Ramón Emili o Jiménez Collie (a) Mimilo  y José Arturo 

Ureña, y mantenía para sí un porcentaje similar. 

 

La totalidad de los recursos públicos captados por la estructura criminal mediante el 

esquema de corrupción indicado fueron distribuidos de la siguiente forma:  

 

RELACION DE DISTRIBUCION POR PERSONA  

  

OFIC 6,457,000,000.00 

MM  660,000,000.00 

JA 460,000,000.00 

FC 880,940,000.00 

ER 957,515,076.80 

OC (CAMPAÑA SAMANA)  187,539,635.57 

CEA 58,949,290.44 

SUB-TOTAL  9,661,944,002.81 

 

CATASTRO (ENTREGADO EN MANOS DE EMILIO 

RIVAS  

60,280,000.00 

PEDRO VERAS 15,000,000.00 

ALVARO JIMENEZ  15,000,000.00 

EFRAIN BAEZ  45,000,000.00 

TEJEDA VERAS 9,500,000.00 

ALEXIS ROBLES 5,000,000.00 
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LEDESMA Y ASOCIADOS 5,000,000.00 

GASTOS ESPECIALES 251,000,000.00 

SUB-TOTAL  405,780,000.00 

 

VALORES RECIBIDOS DE BOLIVAR VENTURA  

 

OFIC 609,000,000.00 

MM  40,000,000.00 

JA 40,000,000.00 

FC 115,886,991.50  

SUB TOTAL  804,886,991.50 

TOTAL GENERAL  10,872,610,994.31 

 

Es importante destacar que, a pesar de que se estaba en pleno apogeo de la pandemia por 

COVID 19, y que el Ministerio de Administración Pública mediante la resolución núm. 

059-2020, de fecha veintidós (22) de marzo del año 2020, incluyó al Ministerio de 

Hacienda entre los entes y órganos de la Administración Pública que debían cerrar o 

reducir las actividades al mínimo para prevenir y mitigar los efectos de la pandemia del 

CORONAVIRUS, todo el personal de la Dirección  General de Crédito Público (Deuda 

Administrativa) del Ministerio de Hacienda continuó trabajando de manera presencial y 

permanente, para hacer posible la erogación de los diecisiete mil cuatrocientos cuarenta 

millones trescientos ochenta y un mil setecientos treinta pesos con 1 1/100 (DOP 

17,440,381,730.11), debido a que había una presión para que se hieran esos pagos. 
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Además, para poder lograr la conversión en efectivo de tal cantidad de valores en un 

breve período, sin activar los mecanismos de alarma del sistema de control del banco, la 

organización criminal contó con el conocimiento, autorización y complicidad del señor 

Andrés Guerrero , Contralor de l Banco de Reservas. 

 

Los hechos cometidos por la estructura criminal de corrupción, aquí señalados, los 

abordaremos de manera detallada a continuación. 

 

En virtud de los hechos descritos en la presente instancia de solicitud de medida de 

coerción, el Ministerio Público solicitó a la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción 

del Distrito Nacional emitir órdenes de arrestos en contra de los imputados, lo que dio 

como resultado que en fecha ocho (8) de marzo del año 2023, dicho tribunal emitió 

órdenes de arresto en contra de los imputados Ángel Donald Guerrero Ortiz , José 

Ramón Fco. De Jesús Peralta Fernández, Gonzalo Castillo Terrero, Daniel Omar de 

Jesús Caamaño, Luís Miguel Piccirillo Mcab e, Claudio Silver Peña Peña , Aldo Antonio 

Gerbasi Fernández, Julián Omar Fernández Figueroa, Ángel Gilberto Lockward Mella, 

Alejandro Antonio Constanzo Sosa, Roberto Santiago Moquete Ortiz, Ramón David 

Hernández, Yajaira Brito Encarnación , Marcial Reyes, Ana Linda Fernández de Paola, 

Emir José Fernández de Paola, Oscar Arturo Chalas Guerrero , Rafael Parmenio 

Rodríguez Bisonó, Agustín Mejía Ávila y Víctor Matías Encarnación Montero.  

 

En fecha dieciocho (18) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado  Ángel 

Donald Guerrero Ortiz  le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 00332 -

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  
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En fecha dieciocho (18) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado José 

Ramón Fco. De Jesús Peralta Fernández le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto 

Núm. 0352-FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la 

Instrucción del Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría 

Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA). 

 

En fecha dieciocho (18) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado  Gonzalo 

Castillo Terrero  le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0353 -FEBRERO-

2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del Distrito Nacional, 

a solicitud del director de la Pr ocuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción 

Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha diecinueve (19) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado Daniel 

Omar De Jesús Caamaño Santana le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 

0333-FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha diecinueve (19) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado  Luis 

Miguel Piccirillo Mcabe , le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0335 -

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha dieciocho (18) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado Claudio 

Silver Peña Peña, le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0336 -FEBRERO-

2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del Distrito Nacional, 
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a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción 

Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha dieciocho (18) de marzo de dos mil veintitrés (2023), al imputado  Aldo Antonio 

Gerbasi Fernández, le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0337 -FEBRERO-

2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del Distrito Nacional, 

a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción 

Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha diecinueve (19) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado Ángel 

Gilberto Lockward Mella  le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0345 -

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha dieciocho (18) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado Alejandro 

Antonio Constanzo Sosa  le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0339 -

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha dieciocho (18) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado Roberto 

Santiago Moquete Ortiz le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0340 -

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  
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En fecha diecinueve (19) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado Ramón 

David Hernández  le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0341 -FEBRERO-

2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del Distrito Nacional, 

a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción 

Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha dieciocho (18) de marzo de dos mil veintitrés (2023), a la imputada  Yahaira Brito 

Encarnación le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0342 -FEBRERO-2023, 

emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del Distrito Nacional, a 

solicitud del director de la Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción 

Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha dieciocho (18) de marzo de dos mil veintitrés (2023), al imputado  Marcial Reyes  

le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0343 -FEBRERO-2023, emitida por la 

Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del Distrito Nacional, a solicitud del 

director de la Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción 

Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha diecinueve (19) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), a la imputada Ana 

Linda Fernández de Paola le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0344 -

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  
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En fecha dieciocho (18) de marzo de dos mil veintitrés (2023), al imputado  Emir José 

Fernández de Paola, le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0346 -

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha dieciocho (18) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado  Oscar 

Arturo Chalas Guerrero , le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0347 -

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha dieciocho (18) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado  Julián 

Omar Fernández Figueroa  le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0348-

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha diecinueve (19) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado  Rafael 

Parmenio Rodríguez Bisonó  le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0349 -

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director  de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha dieciocho (18) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado Agustín 

Mejía Ávila  le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0350-FEBRERO-2023, 
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emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del Distrito Nacional, a 

solicitud del director de la Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción 

Administrativa (PEPCA).  

 

En fecha veinte (20) de marzo del año dos mil veintitrés (2023), al imputado  Víctor Matías 

Encarnación Montero  le fue ejecutada la Orden Judicial de Arresto Núm. 0351 -

FEBRERO-2023, emitida por la Coordinación de los Juzgados de la Instrucción del 

Distrito Nacional, a solicitud del director de la Procuraduría Especializada de 

Persecución de la Corrupción Administrativa (PEPCA).  

 

La ejecución de los arrestos de los imputados objetos de la presente solicitud de medida 

de coerción, antes descritos, tuvieron lugar en el marco de un operativo desplegado por 

la Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa (P EPCA), 

a nivel nacional, que incluyó la realización de allanamientos relacionados a los objetivos, 

en los cuales se obtuvieron múltiples evidencias que los vinculan de manera directa con 

los hechos investigados.     

3.1 Estafa contra el Estado mediante pagos fraudulentos por concepto de 

expropiación y compra de terrenos:  
 

3.1.1 Pagos fraudulentos por concepto de expropiación de las parcelas 

números 74-C, 142-C y 2147-B, Distrito Catastral 2, Distrito Nacional 

(terrenos de la Franja Malecón)  a favor de la Sociedad Inmobiliaria El 

Algodonal, S.R.L. y Ramón David Hernández  
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Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L.  

 

Geográficamente, El Algodonal  era un lugar poblado perteneciente al Distrito Nacional, 

ubicado en la Latitud: 18.4333333; Longitud: -69.95; UFI: -3350559; UNI: -4761050; UTM: 

CA93; JOG: NE19-06, como se observa en la siguiente imagen:  

 

 
Fuente: https://tierra.tutiempo.net/republica -dominicana/el -algodonal-dr006488.html 

 

Los señores Marcos Antonio de Jesús Martínez Álvarez  y Virgilio Viterbo Martínez 

Álvarez, quienes son hijos de los señores Marcos Antonio Martínez Paulino e Isabel 

Eugenia Álvarez Sánchez , conocían la propiedad de la familia materna ubicada en el 

kilómetro  8 de la carretera Sánchez (òEl Algodonaló). Dicha propiedad fue una herencia 

de su bisabuelo, el General Braulio Álvarez Castillo, quien perteneció al movimiento 

Restaurador de la República, en cuyo honor se nombró la calle que hoy se conoce como 

Tte. Amado García Guerrero. 

 

La parcela núm. 142-C surge de la subdivisión de la parcela núm. 142, del Distrito 

Catastral núm. 2 del Distrito Nacional, situado en  Honduras, antiguamente conocida 

como El Algodonal , aprobada en virtud de Resolución del Tribunal Superior de Tierras, 
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de fecha 1 de marzo del año 19734, inscrita en el Registro de Títulos del Distrito Nacional 

el día 5 de marzo de 1973, bajo el núm. 1520, folio 380 del libro de inscripciones núm. 74.  

 
La referida resoluci·n declar· a òEl Algodonal, C. por A. ó, organizada de acuerdo con 

las leyes de la República Dominicana, investida con el derecho de propiedad de la parcela 

núm. 142-C.  

 

 
4 Ver DC de la parcela No. 142-C remitida por la Direccion Nacional de Registro de Titulos m ediante oficio 
núm. DNRT -2022-0653 de fecha 02 de agosto, 2022, carpeta DOC REGISTRO, archivo PDF òGsiPrint 
Imagesó y archivo pdf òarchivoó. 
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Extracto tomado del DC de la parcela No. 142-C remitida por la Dirección 
Nacional de Registro de Títulos mediante oficio núm. DNRT -2022-0653 de 
fecha 02 de agosto, 2022, carpeta Certificados de Títulos, archivo pdf 
òGsiPrint Imagesó. 

 

 

En la actualidad el derecho de propiedad de la indicada parcela se encuentra amparado 

bajo la matrícula núm. 0100319314, inscrito en fecha cinco (5) de marzo del año 1973, y 

cuenta con una superficie de 1,637.00 m2, como se observa en la imagen siguiente: 
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En condiciones similares surge la parcela 74-C, del Distrito Catastral 2, sobre la cual la 

misma resolución del Tribunal Superior de Tierras , de fecha primero (1) de marzo del 

a¶o 1973, declar· a òEl Algodonal, C. por A ó, investida con el derecho de propiedad. 

 

Extracto tomado del DC de la parcela No. 74-C remitida por la Direcci ón 
Nacional de Registro de Títulos mediante oficio núm. DNRT -2022-0653 de 
fecha 02 de agosto, 2022, carpeta Certificados de Títulos, archivo pdf 
òGsiPrint Imagesó. 
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En la actualidad el derecho de propiedad se encuentra amparado por la matrícula núm. 

0100319313, y tiene una superficie de 39,211.00 m2. 

 

 

Cabe destacar que  las parcelas 74  y 142, del Distrito Catastral 02, del Distrito Nacional, 

pertenecían a los hermanos Virgilio y Lucila Álvarez Pina , quienes en la década de los 

70 constituyeron con dichos terrenos la compañía El Algodonal , C. por A.,   cuyos socios 

y accionistas fueron los hijos del señor Virgilio Álvarez Pina (a) Don Cucho Álvarez  

(hijo del General Braulio Álvarez Castillo) ,  y su esposa, la señora Lucila Sánchez D e 

Álvarez,  los señores: Virgilio Álvarez Sánchez, Dr. Arístides Álvarez Sánchez, Lucila 
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Álvarez Vda. Volmar, Dr. Manuel Álvarez Sánchez, General Braulio Álvarez Sánchez, 

Mercedes Álvarez de Malagón e Isabel Eugenia Álvarez de Martínez (esta última 

esposa del señor Marcos Antonio Martínez Paulino), todos fallecidos, con el propósito  

de urbanizar las parcelas antes indicadas, quienes hicieron una lotificación denominada 

Urbanización Miramar.  

 
Prueba de lo afirmado anteriormente son los documentos que reposan en los registros 

públicos de la Jurisdicción Inmobiliaria , así como en la Dirección de Registro Civil, 

Conservaduría de Hipotecas y Registro Central de Venta Condicional de la Alcaldía del 

Distrito Nacional; entre estos el documento que se muestra subsiguientemente: 
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Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa    
PEPCA 

Criminalidad Organizada  
Operación Calamar  

 

Avenida Jiménez Moya, esquina Juan Ventura Simó, Centro de Los Héroes Constanza, Maimón y Estero 
Hondo, Teléfono 809-533-3522 EXT.400 ð 249, correo pepca@pgr.gob.do. 

Página 71 de 2120 
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En fecha veintidós (22) de mayo del año 1973, los señores Virgilio Álvarez Sánchez, 

Arístides Álvarez Sánchez, Lucila Álvarez Vda. Volmar, Dr. Manuel Álvarez Sánchez, 

General Braulio Álvarez Sánchez, Mercedes Álvarez de Malagón e Isabel Eugenia 

Álvarez de Martínez,  socios y accionistas de la compañía El Algodonal, C. por A.,  

decidieron reducir el capital social de la compañía mediante la devolución a los 

accionistas de los terrenos de las  parcelas núm. 74-A y 142-A, del Distrito Catastral núm. 

2, Distrito Nacional, resultante de la subdivisión de las parcelas 74 y 142, que previamente 

habían efectuado.  

 

En fecha veintitrés (23) de mayo del año 1973, se aprobó el traspaso de las acciones a favor 

de sus accionistas, y se entregaron los certificados de acciones para su cancelación. Al día 
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siguiente, es decir, el veinticuatro (24) de mayo del año 1973, los señores Virgilio Álvarez 

Sánchez, Lucila Álvarez Vda. Volma r, Mercedes Álvarez de Malagón, Isabel E. Álvarez 

de Martínez, General Braulio Álvarez Sánchez, Arístides Álvarez Sánchez, Manuel 

Álvarez Sánchez y Vinicio Malagón Morel, resolvieron constituir una nueva compañía, 

la cual se denominó  Miramar, S. A.,  con el objeto de: òedificaci·n, compra, venta, a corto 

o largo plazo, sea total o parcial, cambio, alquiler, mantenimiento, explotación y 

administración de cualquier terreno, inmuebles construidos o no construidos, 

apartamentos amueblados o desamuebladosó. El domicilio social fue establecido en 

Santo Domingo, con duración indefinida y capital social de un millón cien mil pesos 

(DOP 1,100,000.00), divido en 11,000 acciones de cien pesos (DOP 100.00) cada una.  

 

Para la constitución de esta nueva compañía se aportaron en naturaleza los inmuebles 

que se redujeron del capital de la compañía El Algodona l, C. por A., de esta forma la 

compañía Miramar, S.A., mantuvo la propiedad de las parcelas 74-A y 142-A, mientras 

que los terrenos de las parcelas 74-C y 142-C quedaron registrados a favor de la sociedad 

El Algodonal, C. por A.  
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En tanto que la parcela núm. 214-B, del Distrito Catastral 2, Distrito Nac ional, sección y 

lugar Haina, pertenece a la razón social Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.A.,  

constituida por señora María Grieser Vda. Tavares, quien para la creación de la indicada 

compañía aportó en naturaleza los terrenos de la referida parcela, conforme se recoge en 

el artículo 8 de los Estatutos de la sociedad indicada, los cuales fueron valorados en 

cincuenta mil pesos (DOP 50,000.00).  
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En fecha diecisiete (17) de noviembre del año 1973, esta compañía debidamente 

representada por su presidenta, la señora María Grieser Vda Tavares, vendió a favor del 

señor Pablo Miguel Tartak una porción de terreno con un área de 43,879,31 m2 dentro del 

ámbito de la parcela núm. 214, del Distrito Catastral núm. 2, del Distrito Nacional.  

 

Producto de la venta anteriormente señalada, en fecha veintinueve (29) de noviembre del 

año 1973, el Dr. Rafael Astacio Hernández, actuando a nombre y representación del señor 

Pablo Miguel Tartak, solicitó al Tribunal Superior de Tierras la transferencia de una 

porción de 43,879.31 m2 dentro de la parcela 214, del Distrito Catastral núm. 2, del Distrito 

Nacional, y aprobación de la subdivisión efectuada al efecto.  
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Mediante decisión núm. 1 de fecha siete (7) de febrero del año 1975, emitida por el 

Tribunal Superior de Tierras, inscrita en el libro diario, el doce (12) de febrero del año 

1975, fue acogida la subdivisión precedentemente indicada, en los siguientes términos:  

 

 

Extracto tomado del DC de la parcela No. 214-B remitida  por la Dirección 
Nacional de Registro de Títulos mediante oficio núm. DNRT -2022-0653 de 
fecha 02 de agosto, 2022, carpeta DOC REGISTRO, archivo pdf òGsiPrint 
Imagesó. 

 

De esta forma se originó la subdivisión de la parcela 214-A a favor del señor Pablo Miguel 

Tartuk, y la parcela 214-B a nombre de la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S. A , 

domiciliada en Santiago de los Caballeros.  
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Extracto tomado del  DC de la parcela No. 214-B remitida  por la Dirección 
Nacional de Registro de Títulos mediante oficio núm. DNRT -2022-0653 de 
fecha 02 de agosto, 2022, carpeta CERTIFICDOS TITULOS, archivo pdf 
òGsiPrint Imagesó. 
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En la actualidad el derecho de propiedad de la indicada parcela encuentra amparo bajo 

la matrícula núm. 0100307700 y posee una superficie de 14,468.00 m2, como se observa en 

la imagen siguiente: 

 

 

(Informe  CGR, anexo 151). 
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Conforme a la documentación que reposa en los registros públicos, remitidas por la 

Dirección Nacional de Registro de Títulos en fecha dos (02) de agosto del año 2022, 

mediante el oficio núm. DNRT -2022-0653, la propiedad de las parcelas 74-C, 142-C y 214-

B pertenece a dos personas jurídicas diferentes, inequívocamente divorciadas de la 

tercera razón social que fue favorecida con el pago de dichos terrenos en virtud de una 

supuesta expropiación forzosa a favor del Estado dominicano, es decir, la razón social 

Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L. , que de manera dolosa a través de 

falsificación y uso de documentos falsos subrogó los derechos reales de otras personas 

jurídicas, como se establecerá más adelante. 

 

La sociedad El Algodonal, C. por A.,  es la legítima propietaria de las parcelas 74-C y 142-

C, mientras que la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S. A. , es la legítima propietaria 

de la parcela 214-B. La primera entidad fue constituida y organizada de acuerdo a las 

leyes de la República Dominicana, con domicilio en la casa núm. 11 de la calle Alma 

Mater, ciudad de  Santo Domingo, contando con un capital de setenta mil pesos (DOP 

70,000.00), al día veintidós (22) de mayo del año 1973, siendo su presidente el Dr. 

Arístides Álvarez Sánchez, y sus socios fundadores los señores Virgilio Álvarez Sánchez, 

Arístides Álvarez Sánchez, Lucila Álvarez Vda. Volmar, Dr. Manuel Álvarez Sánchez, 

Mercedes Álvarez de Malagón, Isabel Eugenia Álvarez de Martínez y el General Braulio 

Álvarez  Sánchez, como precedentemente se ha establecido. En tanto que la Sociedad 

Inmobiliaria El Algodonal S. A.,  fue constituida y organizada de acuerdo a las leyes de 

la República Dominicana, y se domicilió en Santiago de los Caballeros, siendo 

representada por la señora María Grieser de Tavarez. 

 

El imputado Ramón David Hernández , quien trabajó en la Oficina Nacional de 

Propiedad Industrial, tuvo acceso a información privilegiada de las compañías que tienen 
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inmuebles y se han mantenido inactivas durante muchos años (perdiendo en 

consecuencia el Registro de Nombre en la ONAPI, y poseen desactualizado el Registro 

Mercantil), y preparó con esas informaciones la documentación necesaria para 

implementar procesos de transformación de compañía, en unos casos, o constituir una 

nueva compañía con nombre comercial similar, en otros, todo esto con el fin de 

apropiarse indebidamente de los inmuebles registrados a favor de esas compañías 

inactivas. 

 

En el caso de las parcelas 74-C, 142-C y 214-B, del Distrito Catastral 2, Distrito Nacional, 

el imputado Ramón David Hernández  en asociación de malhechores con su esposa, la 

imputada Yahaira Brito Encarnación  o Yahaira Brito Evangelista , el fenecido Víctor 

Fermín Sepúlveda Aristy  y otras personas que están siendo objeto de investigación, con 

el único fin de suplantar la personería jurídica de las sociedades El Algodonal C. por A. , 

y la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal S.A. , en fecha siete (7) de marzo del año 2017 

constituyó la compañía Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L.,  con la cual usurpó 

los derechos reales que tenían sobre las parcelas 74-C, 142-C y 214-B del DC 2, del Distrito 

Nacional, las hoy víctimas, razones sociales El Algodonal C. por A.,  y Sociedad 

Inmobiliaria El Algodonal S.A.  

 

Además, el imputado Ramón David Hernández , mediante los Actos Auténticos núm. 

13/2017 de fecha diecisiete (17) de abril del año 2017, y núm. 9/2018 de fe cha veintidós 

(22) de mayo del año 2018, ambos instrumentados por el Lic. Pedro L. Ruiz Rojas, Notario 

Público de los del Número del Distrito Nacional, matrícula núm. 6649 (funcionario 

público que también participó en la instrumentalización de los documentos de la 

constitución de la compañía Sociedad Inmobiliaria El Algodon al, S.R.L.), solicitó l a 

emisión de duplicado de títulos por pérdida, de los inmuebles ilegítimamente atribuidos.  
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Al margen de esta suplantación de identidad de la personería jurídica de las razones 

sociales indicadas, sin existir un decreto de expropiación, violentando la Ley núm. 344 

del veintinueve (29) de julio del año 1944, desnaturalizando el alcance de la Ley 305 del 

veintinueve (29) de mayo del año 1968, relativo a la anchura de la franja marítima del 

Malecón, apoyado burdamente en un supuesto informe técnico de agrimensores 

instrumentado sin ningún criterio técnico o científico que sustentara la opinión emitida, 

y además con la fecha de emisión dolosamente adulterada, el fenecido Emilio César 

Rivas Rodríguez suscribió con el imputado  Ramón David Her nández un acuerdo 

transaccional, en fecha seis (06) de marzo del año 2020, mediante el cual obligó 

fraudulentamente al Estado a pagar la suma de quinientos cincuenta y tres millones 

ciento sesenta mil pesos (DOP 553,160,000.00), por una supuesta expropiación de los 

terrenos de las parcelas 74-C, 142-C y 214-B del DC 2, del Distrito Nacional.  

 

Para tales fines tergiversaron el artículo 3 de la Ley núm.  305, que modifica la anchura 

de la zona marítima, que modifica el artículo 49 de la Ley 1474, sobre vías de 

comunicación, de fecha 22 de febrero de 1938, G. O. 9082 de 29 de mayo de 1968, que 

establece lo siguiente: 

 

òArt. 3.-Se declara PARQUE NACIONAL, una zona de 75 metros en el litoral sur 

del Distrito de Santo Domingo, medida desde, la línea que asciende la pleamar 

ordinaria. Dicha zona comprenderá el área en que las avenidas George Washington, 

30 de Mayo y Las Américas corren paralelas al Mar Caribe, hasta el cruce de la 30 de 

Mayo con la Carretera Sánchez, por el Oeste, y el cruce de la Avenida Las Américas 

con la entrada al poblado de La Caleta, por el Esteó. 
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El entramado corrupto compuesto por el imputados Ángel Donald Guerrero Ortiz, y 

Princesa Alexandra García Medina , asi como el señor  Rafael Gómez Medina , contando 

con la colusión del Coordinador del Plan Nacional de Titulación de Bienes Nacionales, el 

agrimensor Oscar Ortiz , fabricaron un informe técnico donde falsamente se alega que las 

parcelas núm. 214-B, 74-C y 142-C, del Distrito Catastral núm. 2, Distrito Nacional, se 

encontraban afectadas por la Ley 305, la cual identifican como Decreto núm. 305, de fecha 

veintitrés (23) de mayo del año 1968.  

 

 

 

USB del l ibramiento 6666 -2021, archivo 2592316-2. 

 

Además de carecer de sustentos técnicos que lo respalde, el informe antes referido fue 

adulterado con la modificación dolosa de la fecha de su elaboración, puesto que el mismo 
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fue realizado por el agrimensor Rafael Collado , en fecha veintiséis (26) de mayo del año 

2020, es decir, cuando ya el expediente se encontraba en el Ministerio de Hacienda para 

fines de pagos, y a requerimiento realizado en fecha primero (01) de junio del año 2020, 

por el señor Oscar Ramón Ort iz de la Rosa (jefe inmediato del agrimensor  Rafael 

Collado ), lo que hace evidente que se adulteró la fecha bajo el argumento de que tenía un 

problema con la fecha anterior.  

 

Todo esto queda demostrado con el testimonio del agrimensor Rafael Collado , quien 

además entregó de manera voluntaria al Ministerio Público los documentos que 

sustentan su testimonio, y que evidencian el envío por correo electrónico del fraudulento 

informe  técnico de agrimensura al imputado Oscar Ortiz , en fecha primero (01) de junio 

del año 2020.  

 

Además de la falsedad de contenido del informe técnico de fecha veinte (20) de febrero 

del año 2020, se demuestra con el Informe de Inspección núm. 660202200119 de fecha 

veintiocho (28) de abril del año 2022, realizado por Mensuras Catastrales a las parcelas 

74-C, 142-C, 214-B, Distrito Catastral núm. 2, Distrito Nacional (donde se concluye que 

conforme a la ubicación georreferenciada obtenida en la inspección de campo, las 

parcelas Nos. 74-C, 142-C y 214-B, no se encuentran sobre polígono alguno de la capa 

correspondiente al Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), suministrado por el 

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales), que las mismas se encuentra en 

estado yermo, y que ninguna de ellas están afectadas de forma total por la franja de los 

75 metros establecidos en la Ley núm. 305. 

 

Lo constatado por el precitado informe de inspección o levantamiento físico de la 

Dirección Nacional de Mensura Ca tastral  realizado a las parcelas 74-C, 142-C, 214-B, 
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Distrito Catastral núm. 2, Distrito Nacional, explica por qué en el procedimiento interno 

para fines de pago por el Ministerio de Hacienda  por motivo de expropiación, se 

inobservó el requisito obligatorio de la certificación del Ministerio de Medio Ambiente y 

Recursos Naturales ubicando los inmuebles en el ámbito del parque nacional o área 

protegida, que supuestamente les afecta y lo convierte en terrenos de utilidad pública. 

 

Pero además, queda en evidencia la fabricación de un expediente sobre terrenos que no 

tienen la condición de haber sido expropiados bajo el sustento legal que se arguye, pues  

la ley en la que se quiere justificar una expropiación inexistente es del año 1968; si así 

fuere el caso, de que el Estado el veintitrés (23) de mayo del año 1968 declaró esos terrenos 

Parque Nacional, la señora María Greiser de Tavares, legítima propietaria de la parcela 

214-B, no habría podido vender  parte de dichos terrenos en fecha diecisiete (17) de 

noviembre del año 1973, al señor Pablo Miguel Tartuk, ni el Tribunal Superior de Tierras 

aprobar la subdivisión que originó dicha venta mediante decisión núm. 1 de fecha siete 

(7) de febrero del año 1975, inscrita en el libro diario, el doce (12) de febrero del año 1975. 

Lo propio habría sucedido con la subdivisión de las parcelas 74 y 142 en el año 1973, 

producto de la cual resultaron las parcelas 74-A y 142-A, cuyos terrenos se registraron a 

favor de la compañía Miramar, S.A., y las parcelas 74-C y 142-C, cuyos terrenos 

permanecieron registrados a favor de la compañía El Algodonal C. por A., ambas 

sociedades pertenecientes a los hermanos Álvarez Sánchez, como se ha establecido 

anteriormente. 

 

Como en los demás casos, el pago por concepto de declaratoria de utilidad pública de 

estos terrenos fue impulsado desde el mismo Ministerio de Hacienda por el imputado 

Ángel Donald Guerrero Ortiz, y secundado por su socio de esta organización criminal, 

el fenecido Emilio César Riva Rodríguez , quien luego de suscribir el indicado acuerdo 
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transaccional mediante el cual el Estado dominicano, a través de la Dirección General de 

Bienes Nacionales, adquirió una porción de terreno de 55,316 m2, correspondientes a la 

totalidad de la superficie de las parcelas núm. 74-C, 142-C y 214-B del Distrito Catastral 

núm. 02, del Distrito Nacional, por la suma de quinientos cincuenta y tres millones 

ciento sesenta mil pesos (DOP 553,160,000.00), pagadero a una compañía que no era la 

propietaria de ninguna de estas parcelas, la Sociedad Inmobiliaria el Algodonal, S .R.L., 

representada por uno de sus gerentes y socio fundador, el imputado Ramón David 

Hernández . 

 
 
Otra maniobra fraudulenta  se realizó en el establecimiento del valor o precio de los 

terrenos adquiridos. De acuerdo con el segundo artículo de referido contrato, las partes 

asumieron como precio, por metro cuadrado, de los inmuebles objeto del contrato, la 

suma de diez mil pesos dominicanos con  00/100 (DOP 10,000.00), en base a un avalúo 

supuestamente emitido por la Dirección General del Catastro Nacional  en fecha 

veintiocho (28) de febrero del año 2020, correspondiente a las inscripciones núm. 286743-

A, 286744-A y 286745-A. 

 

Sin embargo, el referido avalúo no fue realizado ni en la fecha que se indica en el acuerdo 

transaccional elaborado por la señora Belkiz Tejada Ramírez, en su calidad de consultora 

jurídica de la Dirección General de Bienes Nacionales, y firmado  por el fenecido Emilio 

César Rivas Rodríguez , ni mucho menos en la que indica el documento físico que reposa 

en el expediente de pago que sustenta el libramiento de los fondos públicos entregados, 

como se observa en la siguiente imagen: 
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USB del l ibramiento 6666 -2021, archivo 2592316-3 

 

Como prueba de las recurrentes falsificaciones y fabricación dolosa de documentos 

utilizados para darle visos de legalidad y buen derecho a los expedientes de pago por 

expropiación, la Dirección General de Catastro Nacional, mediante oficio  núm. 1872-22, 

de fecha veintiséis (26) de septiembre del año 2022, certificó al Ministerio Público que las 

inscripciones núm. 286743-A, 286744-A y 286745-A, no tienen documentos técnicos que 

amparen las tasaciones correspondientes a dichas inscripciones, es decir, fueron 

tasaciones realizadas por el imputado Claudio S ilver Peña  de manera subjetiva, 

conforme a las necesidades económicas que la estructura criminal gubernamental en la 

que participaba conjuntamente con el imputado Ángel Donald Guerrero , el fenecido 

Emilio Rivas,  y Belkiz Tejada Ramírez, querían satisfacer con el pago de dicho 

expediente. 
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Asimismo, adjunto al referido oficio fueron remitidas todas las informaciones base de las 

referidas tasaciones, sus anexos y los documentos que originaron las referidas 

inscripciones de avalúos, con los cuales se demuestra la fecha cierta de la emisión del 

documento por la Dirección General del Catastro Nacional. En tal sentido, es en fecha 

veintidós (22) de mayo del año 2020 que la Dirección General de Catastro Nacional recibió 

la solicitud de avalúo efectuada por el fenecido Emilio César Rivas  y la señora Belkiz 

Tejada Ramírez, requerida a través del oficio núm. 000318, de fecha veinticuatro (24) de 

febrero del año 2020, de la Dirección General de Bienes Nacionales, a la cual se le asignó 

el número de memorándum 326-20, de fecha veinticinco (25) de mayo del año 2020; 

solicitud a la cual la Dirección General del Catastro Nacional le dio salida en fecha 

veintiséis (26) de mayo del año 2020, que sería la fecha a partir de la cual pudo habérsele 

dado uso a dicho documento por la Dirección General de Bienes Nacionales. 

 

Lo anterior demuestra, no solo la falta de sustento del avalúo fraudulento con el cual 

justificaron el precio de los terrenos pagados a un tercero, razón social Sociedad 

Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L. , que no es ni ha sido su legítima propietaria, sino que 

la estructura criminal de manera recurrente incurrió en la emisión o fabricación de 

documentos adulterados en su contenido y con posteridad a la suscripción, firma y 

notarización del acuerdo transaccional en fecha seis (06) de marzo del año 2020. 

 

En el amañado acuerdo transaccional suscrito entre el fenecido Emilio César Rivas  

Rodríguez y la razón social Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L.,  fueron 

previstas, no solo el referido avalúo plagado de las irregularidades señalades, sino 

también unas cesiones de créditos que tampoco podían ser de dominio de la entidad 

ejecutora  debido a  que las mismas fueron notificadas con posterioridad a la suscripción 
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del acuerdo, lo que demuestra el contubernio existente entre los funcionarios públicos 

actuantes con los beneficiarios finales de los fondos públicos entregados. 

 

Evidencia de este contubernio mafioso dentro con la estructura gubernamental ejecutora 

de los pagos fraudulentos por concepto de expropiaciones, lo constituye el párrafo II del 

artículo segundo del acuerdo transaccional de fecha seis (6) de marzo del año 2020, donde 

se establece que: 

 

 "LA SEGUNDA PARTE declara y consciente que los pagos detallados a favor de 

terceros beneficiarios en la distribución anteriormente establecida corresponden a 

deudas y compromisos financieros resultados de cesiones de crédito las cuales 

consintieron válidamente, así como pago de honorarios profesionales de abogados, por lo 

que autorizan realizar los referidos pagos conforme la distribución precedentemente 

descrita otorgando formal descargo y finiquito por los valores recibidos ". 

 

Las cesiones de créditos referidas precedentemente, fueron notificadas a la Dirección 

General de Bienes Nacionales , con posterioridad a la firma del mencionado acuerdo, 

entre los días diez (10) y trece (13) del mes de marzo del año 2020, mediante los actos 

núm. 228/2020, 245/2020 y 246/2020 del ministerial Pedro Junior Medina Mata, alguacil 

ordinario del Segundo Tribunal Cole giado del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Nacional, a través de los cuales se notificaron las cesiones de créditos dadas por la razón 

social Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L.  a favor de BXT Dominicana, S.R.L. , 

Agustín Ávila Mejía  y Marcos Antonio Martínez Hernández , así como el acto número 

162/2020 instrumentado por Federico Ant. Báez Toledo, alguacil ordinario de la Corte de 

Apelación Provincia Santo Domingo, mediante el cual se notificó la cesión de crédito de 

la razón social Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L. , a favor de Pedro María de 
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la Altagracia Veras , lo que confirma la falta de conocimiento que debía de tener Bienes 

Nacionales de estos eventos. 

 

Ante el escenario anterior surge como pregunta obligada, si en el referido acuerdo sólo 

fueron partícipes Emilio César Rivas Rodríguez y Ramón David Hernández,  y las 

cesiones de créditos referenciadas no existían, ni mucho menos se habían notificado a la 

Dirección General de Bienes Nacionales ¿Cómo se explica que fueran mencionadas y 

sus pagos programados al momento del acuerdo? 

 

Dentro de los documentos que componen el expediente que fue remitido por el 

Ministerio de Hacienda  al Ministerio Público, en fecha quince (15) de diciembre del año 

2021 mediante la comunicación MH -2021-032912, figuran las supuestas cesiones de 

créditos a favor de Pedro Ma. De La Altagracia Veras, Marcos Antonio Martínez 

Hernández y BXT Dominicana, S.R.L.,  de fecha diez (10) de marzo del año 2020, es decir, 

cuatro días después de suscrito el acuerdo transaccional y en la cual no se establece el 

concepto, origen o causa lícita de la cesión de la suma de diez millones de pesos 

dominicanos (DOP 10,000,000.00); cincuenta y cinco millones trescientos dieciséis mil 

pesos dominicanos (DOP 55,316,000.00) y doscientos ochenta y siete millones 

seiscientos cuarenta y tres mil doscientos dominicanos (DOP 287,643,200.00).  También 

figura la cesión de crédito a favor Agustín Mejía Ávila , abogado asociado al imputado 

Ángel Gilberto Lockward Mella , por concepto de "deuda" de cincuenta y cinco millones 

trescientos dieciséis mil pesos dominicanos (DOP 55,316,000.00), de fecha trece (13) de 

marzo del año 2020, es decir, siete días después del acuerdo con la Dirección General de 

Bienes Nacionales. 

Las irregular idades detectadas con los avalúos y las cesiones de créditos, en base a los 

terrenos adquiridos y fondos entregados, deja en evidencia la connivencia existente entre 
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los ex funcionarios Claudio Silver Peña  y Emilio Rivas , y la asociación de malhechores 

conformada entre estos con los empresarios y particulares involucrados, para maniobrar 

fraudulentamente en contra de los intereses del Estado, fijando precios en base a avalúos 

sin soporte técnico respecto a las parcelas 74-C, 214-B y 142-C, del Distrito Cata stral núm. 

2, Distrito Nacional, y reconociendo la validez de cesiones de créditos a todas luces 

fraudulentas.  

 

Además, violentaron los procedimientos y requisitos protocolares de la buena 

administración que debían cumplir los expedientes que no fueran par te de este fraude 

colosal. Entre todas las inobservancias conscientes cometidas de manera aviesa por los 

funcionarios que interactuaron en el proceso de negociación y pago, la más gravosa fue 

atribuirle la propiedad a una razón social que no la tenía, siendo previsible tal situación 

no solo por la diferencia de los nombres y denominaciones sociales, sino por la diferencia 

temporal existente entre la fecha de constitución de la sociedad reclamante y el registro 

de los derechos reales a favor de las compañías Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S. 

A y El Algodonal C. por A , que fueron efectuados en el primer lustro de la década de los 

70. 

 

También deliberadamente inobservaron que la parcela 214-B no estaba libre de cargas y 

gravámenes, como requiere el procedimiento  regular de cualquier terreno para ser 

pagado por el Estado (razón por la cual la Certificación de Estatus Jurídico del Inmueble 

es un requisito obligatorio), ya que tiene inscrito un arrendamiento a favor de Hernán 

Ricardo Adolfo Grieser, personaje que conforme la historia dominicana, fue un ucraniano 

que arribó al país a propósito de la construcción del ferrocarril Sánchez-La Vega, en el 

año 1882, y form· en S§nchez, Saman§, la casa comercial òAriza, Moya y Grieseró, junto 
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con José del Carmen Ariza Torres y Manuel de Moya Pérez, y es el padre de María Grieser 

de Tavares. 

 

Ya armado el muñeco de un expediente para justificar el pago de los fondos que requerían 

la estructura corrupta organizada y dirigida por el imputado Ángel Donald Guerrero 

Ortiz,  el mismo le fue remitido por el fenecido , Emilio César Rivas  Rodríguez , a su 

requirente ministro de Hacienda, a través de la comunicación 000664 de fecha veintiséis 

(26) de mayo del 2020 (que no se encuentra registrada en la Dirección General de Bienes 

Nacionales), para fines de pago por supuesta Declaratoria de Utilidad Pública, a favor de 

la compañía Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S .R.L., representada por el imputado 

Ramón David Hernández . 

 

Posteriormente, de manera expedita, a tan solo tres días laborables de haber recibido el 

referido expediente, mediante la comunicación MH -2020-011434 de fecha primero (1) de 

junio del año 2020, el imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz,  ordenó el pago de 

qui nientos cincuenta y tres millones ciento sesenta mil pesos dominicanos con 00/100 

(DOP 553,160,000.00). 

 

Una vez en el Ministerio de Hacienda el expediente que justificaría el desembolso 

fraudulento del dinero pactado vuelve a pasar deliberadamente por alto la diferencia de 

los nombres y denominaciones de las razones sociales involucrados, la ausencia de 

requisitos obligatorios y las formalidades de registro de los documentos societarios 

depositados como sustento del expediente. Sin embargo, durante el proceso de validación 

y análisis efectuado por el Departamento de Reconocimiento de Deuda Pública , la 

analista legal de la referida unidad, señora Wilma Rosario , le hizo la salvedad a su 

directora, la imputada Princesa Alexandra  García, sobre la diferencia de nombre de la 
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razón social reclamante del pago y las que poseen el derecho de propiedad de las parcelas 

afectadas, quien respondió manifestando que iba a investigar la situación. 

 

La situación detectada por la señora Wilma Esmeralda Rosario desencadenó que el 

entramado corrupto procediera a instrumentar dos supuestas actas de asamblea de la 

sociedad con las cuales justificaban el cambio de denominaciones sociales producto de 

varios procesos de transformación. Entre estas, una supuesta acta de asamblea mediante 

la cual El Algodonal, C. por A., se transformó en Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, 

S.A., y otra supuesta acta de asamblea mediante la cual la Sociedad Inmobiliaria El 

Algodonal, S.A,  se transformó en Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L., las cuales 

se observan a continuación: 
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Supuesta acta y nómina de accionista de fecha 04 de enero de 1972 en la cual la Sociedad Inmobiliaria el Algodonal 
C x A cambia a S.A, extraída de la USB de Contraloría Libramiento 0301, oficio PEPCA 6666, archivo ò2592316-5ó. 
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Supuesta acta y nómina de accionista de fecha 07 de marzo de 2017 en la cual la Sociedad Inmobiliaria el Algodonal 
S. A.., cambia a SRL, extra²da de la USB de Contralor²a Libramiento 0301, oficio PEPCA 6666, archivo ò2592316-5ó. 

 

Ninguna de las actas que se describieron y señalaron previamente fueron registradas o 

certificadas por la Cámara de Comercio correspondiente, requisito con el cual dichos 

documentos adquieren fecha cierta y se hacen oponible a terceros, y que por demás es 

exigido como requisito y política para tramitación de pago por concepto de deuda por 

expropiación por el Ministerio de Hacienda, conforme la comunicación MH -2022-008168 

de fecha once (11) de abril del año 2022.  

 

Pero, además, la primera de estas actas es falsa, ya que nunca hubo una Sociedad 

Inmobiliaria El Algodonal , C. por A. , como propietaria de la parcela 142-C, sino la 

sociedad El Algodonal , C. por A. , quien es también la propietaria de la parcela 74-C. 

Resulta que el acta y nómina de accionistas de fecha cuatro (04) de enero del año 1972, en 

la cual la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal C x A , supuestamente cambió a S.A, y que 

reposa en el expediente que sustenta el pago con fondos públicos a la Sociedad 

Inmobiliaria El Algodonal S .R.L., fue entregada voluntariamente al Ministerio Público 

mediante instancia de fecha tres (03) de enero del año 2022, conjuntamente con otros 

documentos relacionados a la indicada razón social, por el imputado Ramón David 

Hernández,  en presencia de su abogado Lic. Gustavo A. Ortiz Malespín.  

 

Conforme a los documentos apócrifos entregados por el imputado Ramón David 

Hernández , los socios de la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal C. por A . eran los 

señores Danilo Sirpian Leiva, Marcos A. Martínez Paulino, José Ló pez Rodríguez, Juan 

De Jesús Pérez Mojica, Ramón Cott Trujillo, Manuel Altagracia Guzmán Vásquez y 

Virgilio Valera , todos fallecidos. 
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En fecha seis (06) de enero del año 2022, el señor Marcos Martínez, hijo del finado Marcos 

Antonio Martínez Paulino, por intermedio de sus abogados Luz Díaz Rodríguez, 

Rosalina Trueba y Cristian Cabrera Herrera, entregó al Ministerio Público varios 

documentos contentivos de la firma del finado Marcos Antonio Martínez Paulino, los 

cuales fueron remitidos al Instituto Nacional de Ciencias Forenses, conjuntamente con 

los documentos de la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal , C. por A.,  para ser peritados 

conjuntamente con el acto  de venta de fecha ocho (8) de septiembre de 1970, suscrito 

entre Virgilio Álvarez Pina y Lucía Sánchez de Álvarez Pina en calidad de vendedores 

de las parcelas 142  y 74 del Distrito Catastral número 2, del Distrito Nacional, y El 

Algod onal, C. por A, representada por su presidente el señor Marcos A. Martínez 

Paulino, en calidad de compradora, que reposa en los archivos del Administrador 

General del Registro Inmobiliario.  

Mediante el Informe Pericial núm.  D-0126-2022 de fecha cinco (05) de abril del año 2022, 

del Instituto Nacional de Ciencias Forenses, INACIF, realizado por la Licd a. Yelida M. 

Valdez López, Analista Forense, se determinó la falsificación del acta y nómina de 

accionista de fecha cuatro (04) de enero del año 1972, de la Sociedad Inmobiliaria el 

Algodonal , C x A, usada para obtener quinientos cincuenta y tres millones ciento 

sesenta mil pesos dominicanos (DOP 553,160,000.00) del erario, en perjuicio del 

patrimonio público , ya que la que en las mismas y en los demás documentos entregados 

por el imputado Ramón David Hernández , la firma manuscrita (rubrica) que aparece 

plasmada sobre el nombre òMarcos Antonio Mart²nez Paulinoó no se corresponde con 

los documentos de referencia marcados como evidencia (D), consistente en el acto de 

venta de fecha 08/09/1970 instrumentado por el Dr. Eugenio Alfonso Matos Félix, que 

reposa en el Registro Inmobiliario y el reporte de notas del Colegio La Salle a nombre de 

Virgilio Martínez Álvarez, hijo del finado Marcos Antonio Martínez Paulino .  
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Además, mediante la búsqueda en los archivos públicos, la investigación en curso ha 

develado otras incongruencias respecto de los socios y el capital social de la Sociedad 

Inmobiliaria El Algodonal , C x A.; en sede de la jurisdicción inmobiliaria, encontramos 

un acta de presencia a la asamblea extraordinaria celebrada en fecha veintidós (22) de 

mayo del año 1973, por la compañía El Algodonal C. por A., y que fue registrada en el 

Registrador de Títulos del Distrito Nacio nal, donde se hace constar quienes eran los 

socios, y el capital social autorizado, que dista mucho a la que se depositó en el Ministerio 

de Hacienda,  como se observa en la imagen siguiente:   
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El documento precedentemente mostrado se encuentra registrado y transcrito en el libro 

de Actos Civiles, Letra Q, Folio No. 79, Registro No. 7677, de fecha miércoles veintitrés 

(23) de mayo del año 1973, conjuntamente con el Acta de Asamblea General 

Extraordinaria celebrada por los accionistas de  la compañía El Algodonal, C. por A.,  en 

fecha veintidós (22) de mayo del año 1973, en la cual los socios Virgilio Álvarez Sánchez, 

Arístides Álvarez Sánchez, Lucila  Álvarez Vda. Volmar, Dr. Manuel Álvarez Sánchez, 

Mercedes Álvarez de Malagón, Isabel Eugenia Álvarez de Martínez, quien fuera la esposa 

del señor Marcos Antonio Martínez Paulino y el General Braudilo Álvarez Sánchez, 

resolvieron reducir el capital de la compañía a la suma de cincuenta y seis mil pesos (DOP 

56,000.00), mediante entrega de las parcelas núm. 74-A y 142-A, D.C. 2, D.N, y cancelación 

de acciones de igual valor después de la entrega. El capital de la compañía es de catorce 

mil pesos (DOP 14,000.00), conforme se acredita con la Certificación núm. 2022-0101, de 

fecha veintidós (22) de abril del año 2022, de la Dirección de Registro Civil, 
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Conservaduría de Hipotecas y Registro Central de Venta Condicional de la Alcaldía 

Distrito Nacional.  

 

Como anteriormente se estableció, el motivo de entrega de las parcelas núm. 74-A y 142-

A, D.C. 2, D.N, reduciéndolas del capital de la compañía El Algodonal, C. por A.,  fue 

para aportarlas en naturaleza en la constitución de la denominada Miramar, S.A.,  

efectuada en fecha veintiocho (28) de mayo del año 1973, evento que tuvo lugar en el 

apartamento 201 de la segunda planta de la casa núm. 11 de la calle Socorro Sánchez, por 

los mismos socios de la compañía El Algodonal, C. por A., registrándose la Asamblea 

General Constitutiva, los Estatutos Sociales, el Informe sobre aportes en naturaleza y la 

Lista de Suscriptores y Estado de los Pagos de la compañía Miramar, S.A., en la Dirección 

de Registro Civil de Santo Domingo, D. N., conforme se acredita con las Certificaciones 

núm. 2022-0087; 2022-0088; 2022-0089 y 2022-0090, de fecha de fecha trece (13) de abril 

del año 2022 y Certificación núm. 2022-0091, de fecha dieciocho (18) de abril del año 2022, 

de la Dirección de Registro Civil, Conservaduría de Hipotecas y Registro Central de 

Venta Condicional de la Alcaldía Distrito Nacional.  

   

En cuanto a la segunda acta de asamblea que consta en el expediente de pago para 

justificar el cambio de denominación, de fecha siete (7) de marzo del año 2017, es un 

documento que también carece de validez porque no fue registrado en la Cámara de 

Comercio de Santo Domingo, ni  en ningún registro público, como se aprecia de un simple 

estudio visual del mismo. Sin embargo, conforme la ya cita comunicación MH -2022-

008168 de fecha once (11) de abril del año 2022, emitida por el Ministerio de Hacienda, 

constituye un requisito indispensable dentro de procedimiento interno de dicha 

institución para el pago de expropiaciones en caso de persona jurídica, que los 

documentos societarios estén registrados o certificados por la Cámara de Comercio 



 

Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa    
PEPCA 

Criminalidad Organizada  
Operación Calamar  

 

Avenida Jiménez Moya, esquina Juan Ventura Simó, Centro de Los Héroes Constanza, Maimón y Estero 
Hondo, Teléfono 809-533-3522 EXT.400 ð 249, correo pepca@pgr.gob.do. 

Página 99 de 2120 

 

correspondiente, lo cual fue inobservado deliberadamente en el procedimiento interno 

del Ministerio de Hacienda en ocasión al pago por concepto de expropiación a favor de 

la razón social Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L . 

 

Lo cierto es que el depósito de estos documentos de comercio no registrados y sin fecha 

cierta, se volvió necesario ante la advertencia realizada por la señora Wilma Rosario a la 

imputada Princesa García Medina , para que la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, 

S.R.L., suplantara la calidad de la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal S. A  y El 

Algodonal C. por A , legítimas propietarias de las parcelas núm. 214-B, 74-C y 142-C, del 

Distrito Catastral núm. 2, Distrito Nacional. Ambos documentos fueron falsificados, 

fabricados dolosamente ante la voz de alerta de la analista legal Wilma Rosario, porque 

nunca operó ninguna transformación de esta sociedad a una sociedad de responsabilidad 

limitada (SRL). 

 

Mediante la certificación CERT/947162/2026 de fecha diecisiete (17) de noviembre del 

año 2021, emitida por la Cámara de Comercio y Producción de Santo Domingo, fueron 

remitidos los documentos societarios que figuran registrados en dicha entidad respecto 

a la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L.,  y establece además que la misma fue 

matriculada en fecha treinta (30) de marzo del año 2017, con el Registro Mercantil núm. 

135908SD. 

 

De estos documentos se establece que la asamblea constitutiva de la Sociedad 

Inmobiliaria El Algodonal, S .R.L., usurpadora de los derechos de propiedad de la 

Sociedad Inmobiliaria El Algodonal S. A  y El Algodonal C. por A , se efectúo en fecha 

siete (07) de marzo del año 2017, y se registró ese mismo día ante la Cámara de Comercio, 

como se muestra en la imagen siguiente: 
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Fuente: Documentos societarios remitidos por la Cámara de Comercio de Santo Domingo.  

 

Lo anterior deja como hecho probado que nunca operó ninguna transformación o fusión 

de las compañías propietarias a la compañía reclamante. Es decir, el siete (07) de marzo 

del año 2017 no se efectuó ninguna transformación societaria, por tanto, el acta de 

asamblea de esta fecha que reposa en el expediente de pago del Ministerio de Hacienda  

es falsa. El día en cuestión lo que sí aconteció fue la constitución de una nueva sociedad 

denominada Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S .R.L., cuyo nombre es parecido, 

cercano al de las sociedades suplantadas. 
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Fuente: Documentos societarios remitidos por la Cámara de Comercio de Santo Domingo.  

 

Bajo estas artimañas, suplantando la personería jurídica de otras razones sociales, una 

sociedad recién constituida, con un capital de apenas cien mil pesos (DOP 100,000.00) por 

concepto de cuotas sociales, se lucró con quinientos cincuenta y tres millones  ciento 

sesenta mil pesos dominicanos (DOP 553,160,000.00), del Estado dominicano. 

 

Al igual que los expedientes para fines de pago por concepto de expropiación de los 

terrenos de la parcela 613 del Distrito Catastral 32, en los cuales está ubicado Aeropuerto 

Internacional de las Américas Dr. José Francisco Peña Gómez (AILA), es el propio 

imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz , en su condición de ministro  de Hacienda, quien 

se lo solicita al fenecido Director General de Bienes Nacionales.  
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Este requerimiento directo del imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz  operó mediante 

comunicación MH -2020-011091, de fecha veinticinco (25) de mayo del año 2020. En esta 

ocasión el imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz  no solo solicitó a Emilio Cesar Rivas 

el expediente de Sociedad El Algodonal, S .R.L., sino también los expedientes de Tropical 

Global Farms, S.A.; Marcial Santana Guilano y Sandra Xiomara Pereyra Puello; sucesores 

de Américo Julián; sucesores del señor Pedro Tomas Landestoy y sucesores de Félix 

Cantalicio de la Rosa Javier, a raíz de un supuesto reclamo de deuda, por concepto de 

expropiación, expedientes cuyos terrenos fueron pagados con fondos públicos de manera 

fraudulenta como se desarrollará en otra parte del presente escrito de medida de 

coerción. 

 

A tan solo un día de la solicitud del imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz , en fecha 

veintiséis (26) de mayo del año 2020, mediante la comunicación 000664, Emilio Rivas, le 

remit ió el expediente de la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S .R.L. 

 

Sin embargo, el oficio de remisión del expediente de la Sociedad Inmobiliaria El 

Algodonal, S .R.L., al imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz , se hizo fuera de récord, 

es decir, no fue registrado en la Dirección General de Bienes Nacionales, registrándose en 

su lugar otro oficio con fecha veintisiete (27) de mayo del año 2020, remitido al Ministerio 

de la Juventud por el Director General de Bienes Nacionales, como se observa en la 

siguiente imagen. 
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En fecha primero (1) de junio del año 2020, mediante la comunicación MH -2020-011434, 

el imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz  autorizó el pago de deuda de la Dirección 

General de Bienes Nacionales y al día siguiente fue ejecutado por los coimputados                  

Rafael Gómez Medina y Princesa Ale xandra García Medina, lo cual no se corresponde 

con los plazos en el procedimiento interno del Ministerio de Hacienda para el pago de 

expropiaciones, indicado mediante la comunicación MH -2022-008168 de fecha once (11) 

de abril del año 2022. 

 

En efecto, el pago se materializó en fecha dos (2) de junio del año 2020, mediante el 

l ibramiento núm. 1301 , con cargo al presupuesto del año 2020, capítulo 0999, 

Administración de Obligaciones del Tesoro Nacional, más abajo mostrado. 
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USB del l ibramiento 6666 -2021, archivo 2592316-1. 

 

No obstante, de los quinientos cincuenta y tres millones ciento sesenta mil pesos 

dominicanos (DOP 553,160,000.00) acordado entre la Dirección General de Bienes 

Nacionales  y la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S .R.L., a esta última no se le 

transfirió ni un céntimo, puesto que dicha empresa ni cuenta bancaria posee; sin embargo, 

por su participación en los hechos, el imputado Ramón David Hernández  se lucró 

ilícitamente con ciento treinta y tres millones ochocientos ve intiún mil seiscientos 

pesos dominicano s (DOP 133, 821,600.00), que fueron depositados en su cuenta personal 

núm. 1680115898, del Banco de Reservas. 

 

En el indicado libramiento, además de beneficiarse el imputado Ramón David 

Hernández , utilizando calidades  supuestas y usando documentos falsos, con ciento 

treinta y tres millones ochocientos veintiún mil seiscientos pesos dominicanos (DOP 

133, 821,600.00), se beneficiaron en base a las cesiones de créditos ilícitas las siguientes 

personas: 
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ü Agustín Mejía Ávila , abogado de la oficina del imputado  Ángel Gilberto 

Lockward Mella , con un monto de cincuenta y cinco millones trescientos 

dieciséis mil pesos dominicanos (DOP 55,316,000.00);  

ü El investigado Marcos Antonio Martínez Hernández , en igual proporción que 

Agustín Mejía Ávila, es decir, cincuenta y cinco millones trescientos dieciséis mil 

pesos dominicanos (DOP 55,316,000.00);  

ü La razón social BTX Dominicana, S .R.L., cuyo representante es Álvaro Jiménez, 

con un monto de doscientos ochenta y siete millones seiscientos cuarenta y tres 

mil doscientos pesos dominicanos (DOP 287,643,200.00); 

ü Pedro Ma. De la Altagracia Veras, con un monto de diez millones de pesos 

dominicanos (DOP 10,000,000.00); 

 

USB del l ibramiento 6666 -2021, archivo 2592316-1. 

 
Como se observa en la imagen anterior, coincide en la distribución de los fondos 

erogados, que los grandes beneficiados de ellos son las personas que intervienen a título 

de cesionario, entre quienes se reparten aproximadamente el 74% de lo pagado, con la 

gravedad de que tampoco el imputado Ramón David Hernández  tenía ningún derecho 

sobre los terrenos pagados, estafándose al Estado dominicano con la totalidad de los 

fondos entregados. 
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La distribución de l monto total contractualmente cedido de DOP 408,275,200.00 

 

 
 

 

Del monto total pagado, ascendente a quinientos cincuenta y tres millones ciento 

sesenta mil pesos dominicanos (DOP 553,160,000.00), a la Sociedad Inmobiliaria El 

Algodonal  S.R.L., de manera fraudulenta fue cedido la citada proporción del 74% a la 

estructura criminal compuestos por funcionar ios públicos y empresarios privados. 



 

Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa    
PEPCA 

Criminalidad Organizada  
Operación Calamar  

 

Avenida Jiménez Moya, esquina Juan Ventura Simó, Centro de Los Héroes Constanza, Maimón y Estero 
Hondo, Teléfono 809-533-3522 EXT.400 ð 249, correo pepca@pgr.gob.do. 

Página 109 de 2120 

 

 

 

 

 

Del dinero entregado a los cesionarios, el entramado corrupto organizado por los 

imputados Ángel Donald Guerrero Ortiz , el fenecido Emilio César Rivas  Rodríguez , 

Daniel Omar Caamaño , y los empresarios Ramón Emilio Jiménez Collie, José Arturo 

Ureña y Fernando Crisóstomo Herrera , recibió las siguientes partidas: 

 

Codinomes 5  Beneficios  

 
5 Ofic. = Gonzalo Castillo y José Ramón Peralta; MM= Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo; JA= José Arturo 

Ureña; FC= Fernando Crisóstomo; MX= Ministro Donald Guerrero; ER= Emilio César Rivas Rodríguez; OC= 

Daniel Omar Caamaño. 

 

$408,275,200.00 , 
74%

$133,821,600.00 , 
24%

$11,063,200.00 ;
2%

Monto pagado Lib. 1301-1
$ 553,160,000.00

Monto Cedido Monto Reclamante DGII
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Ofic.  DOP 165,948,000.00= (30%) 

MX  DOP 44,252,800.00 = (8%) 

ER DOP 27,658,000.00 = (5%) 

OC DOP 11,063,200.00 = (2%) 

MM  DOP 22,126,400.00 = (4%) 

JA DOP 22,126,400.00 = (4%) 

FC DOP 22,126,400.00 = (4%) 

Total  DOP 352,959,200.00 

 

 

Finalmente, debemos señalar otra evidencia del entramado corrupto que operaba desde 

el Ministerio de Hacienda y la Dirección General de Bienes Nacionales, y es la utilización 

del mismo notario en la instrumentalización, tanto del acuerdo transaccional que sirve 

de génesis del proceso de pago, como en los actos de cesiones de créditos, mediante los 

cuales se garantizaba que los beneficiarios finales de los fondos públicos desembolsados 

fueran parte de la estructura corrupta de los funcionarios que administraban y 

custodiaban los fondos entregados. 

  

Así observamos que, tanto el Acuerdo Transaccional de fecha seis (06) de marzo del año 

2020, suscrito entre la Dirección General de Bienes Nacionales y la razón social Sociedad 

Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L., como en la cesión de crédito a favor de BXT 

Dominicana , S.R.L., suscrita en fecha diez (10) de marzo del año 2020, mediante la cual 

esta empresa se quedó con doscientos ochenta y siete millones seiscientos cuarenta y 

tres mil doscientos pesos dominicanos (DOP 287,643,200.00), de los quinientos 

cincuenta y tres millon es ciento sesenta mil pesos dominicanos con 00/100 (DOP 

553,160,000.00) que la Dirección General de Bienes Nacionales accedió pagarle 
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fraudulentamente a la Sociedad Inmobiliaria El Algodonal, S.R.L., fueron notariados por 

la Dra. Ángela M. Puesan Moreno. 

 

 

 

USB del l ibramiento 6666 -2021, archivo 2592316-2. 
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USB del l ibramiento 6666 -2021, archivo 2592316-8 
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3.1.2 Pagos fraudulentos por concepto de expropiación de la parcela 613, 

Distrito Catastral 32, Boca Chica (terrenos del Aeropuerto Internacional 

de Las Américas Dr. José Francisco Peña Gómez-AILA)  
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El señor Pedro Ben y la señora Carmen R. Peña Batlle fueron los primeros copropietarios 

de la parcela núm. 613, del Distrito Catastral núm. 32, del Distrito Nacional (antes DC 

núm. 17/4ª), sitios de Hato Viejo y El Toro; parcela que tiene una extensión superficial de 

treinta y nueve (39) hectáreas, treinta y nueve (39) áreas, y una (01) centiárea. Está 

limitada: al norte por la parcela núm. 612; al este por la parcela núm. 615; al sur por las 

parcelas núm. 615 y 614; y al oeste por el Mar Caribe. 

 

El señor Pedro Ben falleció en Los Minas en el año 1931, dejando al momento de su deceso 

seis (06) hijos procreados con la señora Catalina Reyes, a saber: Manuel, Agustín, 

Moisés, Generosa, Emilia  y Francisca Melitosa Ben Reyes, tocándole a cada hijo la 

cantidad de 67, 586.40 m2, sin la porción que les correspondía a los señores Peña Batlle 

dentro de la parcela 613, Distrito Catastral núm. 32.  

 

También falleció la señora Emilia Ben Reyes  dejando seis (06) hijos, a saber: Flor María 

Ben Reyes, Florencia Ben Reyes, Agustina Ben Reyes (hijos naturales), Francisca 

Mercedes Ben, Victorino Mercedes Ben y Benardino Mercedes Ben (hijos legítimos), entre 

los cuales fueron transferidos los 67,586.40 m2 que le correspondía a ella dentro de la 

parcela 613, Distrito Catastral 32. 

 

Por su parte Francisca Melitosa Ben Reyes vendió todos sus derechos sucesorales en 

favor de los señores Obispo e Isidro Ozuna , quienes a su vez les vendieron a los señores 

Batlle. 

 

En fecha diecinueve (19) de septiembre del año 1955, el Poder Ejecutivo emitió el decreto 

núm. 1159, en virtud de la Ley de Dominio Eminente núm. 480 del 20 de marzo del año 

1920, y sus modificaciones, la Ley 344 Sobre Procedimiento de Expropiación por el 
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Estado, las Comunes y Distrito de Santo Domingo, de fecha 29 de julio del año 1943, el 

cual en su artículo 1ro. declara de utilidad pública e interés social la adquisición, por el 

Estado, para la Construcción del Aeropuerto Internacional Punta Caucedo, hoy 

Aeropuerto Internacional de Las Américas Dr. José Francisco Peña Gómez,  entre otras 

parcelas, la núm. 613 del Distrito Catastral  núm. 32 (antigua 17/4ª ) del Distrito de Santo 

Domingo, con un área de  41 hectáreas, 39 áreas, 01 centiáreas, amparada por el 

Certificado de Título núm. 9239, a favor de los sucesores de Pedro Ben y de Carmen R. 

Peña Batlle y compartes. 

 

El veintisiete (27) de abril del año 1956 el Estado dominicano  compró, mediante acto de 

venta bajo firma privada, la porción de terr eno de los señores Carmen Peña Batlle, 

Osvaldo J. Peña Batlle y Noemí Peña Vda. Mella6 correspondiente a unos 55,969.00 m2 

dentro del inmueble parcela núm. 613, del Distrito Catastral núm. 32. 

 

Mediante Resolución núm. 14498 del Tribunal Superior de Tierras, de fecha veinticinco 

(25) de junio del año 1956, se determinó los herederos de Pedro Ben, siendo las únicas 

personas con derechos para recoger los bienes relictos del finado Pedro Ben, y transigir 

sobre ellos, sus hijos naturales reconocidos Manuel, Agustín, Moisés, Generosa y 

Francisca Melitosa Ben Reyes, y sus nietos Flor María, Florencia y Agustín Ben , 

Francisca, Victorino y Benardino Mercedes Ben , hijos de su hija Emilia Ben Reyes  

(también fallecida), y se ordenó la cancelación y expedición de certificado de título 

relativo a la parcela número 613, de Distrito Catastral número 32, del Distrito Nacional, 

en la siguiente forma y proporción:  

 
6 se prueba con la copia de la Constancia Anotada del inmueble matricula 0100079594, Parcela 613, DC 32, emitida en fecha 

6 de abril del 2009. 
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a) 05 hs., 59 as., 69 cas., para el Lic. Osvaldo S. Peña Batlle, Carmen R. Peña Batlle y 

Noemí Peña Vda. Mella; 

b) 05 hs., 63 as., 22 cas., para cada uno de los señores Manuel, Agustín, Moisés y 

Generosa Ben Reyes;  

c) 00 hs.,62 as., 58 cas., para cada uno de los señores Flor María, Florencia y Agustín 

Ben (o Reyes); 

d) 01 hs., 25 as., 16 cas., para cada uno de los señores Francisca, Victorino y 

Benardino Mercedes Ben. 

e) 05 hs., 63 as., 22 cas., para Obispo e Isidro Ozuna. 

 

Posteriormente, mediante la Resolución núm. 1 de fecha diecinueve (19) de julio del año 

1956, del Tribunal Superior de Tierras, inscrita en el Registro de Títulos del Distrito 

Nacional, en fecha treinta  y uno (31) de julio del año 1956, bajo el núm. 1620, folio 408 del 

libro de inscripciones núm. 2,  se modificó el ordinal tercero de la Resolución núm. 14498 

del Tribunal Superior de Tierras , de fecha veinticinco (25) de junio del año 1956, la cual 

ordenó  la cancelación del Certificado de Título núm. 9239, expedido en virtud de decreto 

a favor de sucesores Pedro Ben y compartes, y la expedición de un nuevo certificado de 

título, en favor de los señores: a) Licdo. Osvaldo J. Peña Batlle, Carmen R. Peña Batlle, 

Noemí Peña viuda Mella, como dueños de 5 hectáreas, 59 áreas, 69 centiáreas y sus 

mejoras: y sucesores Pedro Ben, los señores  b) Manuel, Agustín, Moisés y Generosa 

Reyes o Ben, como dueños cada uno de 6 hectáreas, 75 áreas, 86 centiáreas y 40 decímetros 

cuadrados; c) Flor María, Florencia y Agustín Reyes y Francisca, Victorino y Bernardino 

Mercedes como dueños, de 6 hectáreas, 75 áreas, 86 centiáreas y 40 decímetros cuadrados, 

declarándose en consecuencia a  los señores Licdo. Osvaldo J. Peña Batlle, Carmen R. 

Peña Batlle, Noemí Peña viuda Mella, Manuel, Agustín, Moisés, Generosa Reyes O Ben, 

Flor María, Florencia y Agustín Reyes, y Francisca Victoriano y Bernardino Mercedes 
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investidos con el derecho de propiedad en la proporción indicada de la parcela núm. 613, 

del Distrito Catastral núm. 32, del Distrito Nacional 7, hoy municipio de Boca Chica. 

 

En consecuencia, se emitió el Título núm. 46572 de fecha treinta y uno (31) de julio del 

año 1956. Además, se declaró al Estado dominicano copropietario de esta parcela, 

quedando por consecuencia eliminado s del certificado de título los nombres de los 

señores Osvaldo J. Peña Batlle, Carmen R. Peña Batlle y Noemí Peña viuda de Mella. 

 

El derecho de copropiedad del Estado dominicano de unos 55,969.00 m2, dentro del 

inmueble parcela 613 del Distrito Catastral núm. 32, está amparado bajo la matrícula 

núm. 0100079594, inscrita el cinco (5) de julio del año 1956, como se observa en la 

siguiente imagen de la Constancia Anotada, emitida en fecha seis (06) de abril del año 

2009, por la Registradora de Títulos del Distrito Nacional. 

 
7  Certificado de título núm. 46572 
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         Matrícula núm. 0100079594 

Estado dominicano  

 

En tanto que a los sucesores del finado Pedro Ben les fueron acreditados sus derechos 

mediante las constancias anotadas de los inmuebles:  

 

a) matrícula núm. 3000047843, inscrita en fecha 31 
de julio de 1956, a favor de Moisés Reyes o Ben, 
con una superficie de 67,586.40 m2;  

b) matrícula núm. 0100178098, inscrita en fecha 31 
de julio de 1958, a favor de los señores Flor María, 
Florencia y Agustina Reyes y Francisca, Victorino 
y Bernardino Mercedes, con una superficie de 
67,586.40 m2 (sucesores de Emilia Reyes O Ben);  
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c) matrícula núm. 2400039800, inscrita en fecha 31 
de julio de 1956, a favor de Manuel Reyes o Ben, 
con una superficie de 67,586.40 m2; 

d) matrícula núm. 300139350, inscrita en fecha 31 
de julio de 1956, a favor de Agustín Reyes o Ben, 
con una superficie d e 67,586.40 m2;  
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 e) matrícula núm. 3000047854, inscrita en fecha 31 de julio de 1956, a favor de Generosa 

Reyes o Ben, con una superficie de 67,586.40 m2. 
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Matrícula núm. 3000047854 
Generosa Reyes o Ben 

 

En fecha veintidós (22) de octubre del año 2009, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 

Original Sala V, dictó la Sentencia núm. 20093408, mediante la cual declaró que las únicas 

personas con calidad para recibir los bienes relictos por el finado Agustín Reyes O Ben, 

eran sus hijos: Delia Reyes Escoto, Pedro Reyes, Ramón Pérez y Mario Reyes, y sus 

nietos Virginio Escoto, Cecilio Escoto, Víctor de Jesús Escoto,  hijos de Estebania Reyes 

Escoto, quien falleció en fecha veinticinco (25) de junio del año 2006, así como los señores 

Altagracia Jaime Escoto, Leoncio Jaime Escoto, y Reyes Jaime Escoto, hijos de                        

Julia Reyes Escoto, quien falleció el nueve (09) de febrero del año 2000. 

 

En fecha veinte (20) de abril del año 2015, los herederos determinados de Agustín Reyes 

O Ben anteriormente indicados, sometieron por ante la Quinta Sala del Tribunal de 

Jurisdicción Original de l Distrito Nacional, una demanda en justiprecio contra el Estado 



 

Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa    
PEPCA 

Criminalidad Organizada  
Operación Calamar  

 

Avenida Jiménez Moya, esquina Juan Ventura Simó, Centro de Los Héroes Constanza, Maimón y Estero 
Hondo, Teléfono 809-533-3522 EXT.400 ð 249, correo pepca@pgr.gob.do. 

Página 122 de 2120 

 

dominicano y la Dirección General de Bienes Nacionales, sin embargo mediante 

resolución núm. 20151967, de fecha treinta (30) de abril del año 2015 se declinó dicho 

expediente ante el Tribunal Superior Administrativo, siendo apoderada la Primera Sala, 

la cual mediante sentencia núm. 030-02-2018-SSEN-00420 de fecha treinta (30) de 

noviembre del año 2018, acogió parcialmente la demanda, y en consecuencia ordenó al 

Estado dominicano y la Dirección General de Bienes Nacionales el pago de 67,586.40 m2, 

a razón de siete mil seiscientos veinticinco pesos (DOP 7,625.00) el metro cuadrado, por 

la expropiación determinada en el decreto núm. 01159, de fecha diecinueve (19) de 

septiembre del año 1955, contra la propiedad del finado Agustín Reyes O Ben, cuyos 

sucesores son los demandantes e intervinientes Delia Reyes Escoto, Pedro Reyes, Ramón 

Pérez y Mario Reyes (hijos) , Virginio Escoto, Cecilio Escoto, Víctor de Jesús Escoto,  

Altagracia Jaime Escoto, Leoncio Jaime Escoto, y Reyes Jaime Escoto (nietos). 

 

  

TSA ordena al Estado pagar RD$515 MM por terrenos AILA (hoy.com.do)  

https://hoy.com.do/1861666-2/
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Como consecuencia de la decisión judicial antes referida, en fecha seis (06) de febrero del 

año 2019, el fenecido Emilio César Rivas  Rodríguez , en representación de la Dirección 

General de Bienes Nacionales,  suscribió un acuerdo con los sucesores de Agustí n Reyes 

O Ben, donde acordó pagarle la suma de quinientos quince millones trescientos 

cuarenta y seis mil trescientos pesos (DOP 515,346,300.00), con cargo al presupuesto de 

ese año, de la Dirección General de Bienes Nacionales, lo cual se haría efectivo en dos 

partidas, la primera ascendente a la suma de doscientos sesenta y seis millones de pesos 

(DOP 266,000,000.00),  a la firma del contrato, y el otro por el saldo, en el segundo 

trimestre del año. 

 

Los fondos de la primera partida del pago establecido quedaron distribuidos de la 

siguiente manera: la suma de cincuenta y un millones setenta y seis mil quinientos tres 

pesos (DOP 51,076,503.00) a favor de Fabio Martin Caminero ; la suma de tres millones 

quinientos nueve mil setecientos catorce pesos con 67/100 (DOP 3,509,714.67) a favor de 

Norberto Yamyr Rondón Reyes ; la suma de dos millones seiscientos veinticinco mil 

setecientos ochenta y cuatro pesos con 33/100 (DOP 2,625,784.33) a favor de                      

Ángel Lockward ; la suma de treinta y cuatro millones ochocientos veinticinco mil 

setecientos sesenta pesos (DOP 34,825,760.00) a favor de Ángel Lockward  &  Asociados, 

S.R.L.; la suma de un millón quinientos mil pesos (DOP 1,500, 000.00)  a favor de Joar 

Emir Ortiz ; la suma de seis millones setecientos treinta y ocho mil cuatrocientos cuarenta 

pesos (DOP 6,738,440.00) a favor de Reyes Jaime Escotto, Altagracia Jaime Escotto, 

Víctor Escotto, Leoncio Jaime Escotto, Cecilio Escotto y Vir gilio Escoto (  a cada uno); la 

suma de veinte millones doscientos cuarenta y cuatro mil seiscientos cuarenta pesos 

(DOP 20,244, 640.00) a favor de  Isabel Reyes, y la suma de ciento once millones 

setecientos ochenta y seis mil novecientos cincuenta y ocho pesos (DOP 111, 786, 958.00) 
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a favor de Constructora Ovajor, SRL. , para un total de  doscientos sesenta y seis 

millones de pesos (DOP 266,000,000.00). 

 

 

Tomado del libramient o a favor de Isabel Reyes. 

 

Aproximadamente la  mitad de los fondos públicos entregados, tanto en el primer como 

en segundo pago efectuado por la Dirección General de Bienes  Nacionales  a los 

sucesores de Agustín Reyes O Ben, terminaron en manos de cesionarios por concepto de 

supuestos préstamos. Entre estos la entidad Constructora Ovajor, S.R.L.,  la cual fue 

favorecida con la suma de ciento once millones setecientos ochenta y seis mil 

novecientos cincuenta y ocho pesos (DOP 111,786,958.00) en la distribución del primer 

pago; la entidad  Vectra Consulting, S.R.L.,  recibió la suma de noventa y un millones 

novecientos cincuenta y cinco mil quinientos noventa y ocho pesos con 46/100  (DOP 
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91,955, 598.46); razones sociales estas pertenecientes a la estructura de Fernando 

Crisóstomo , a través de los prestanombres José Andrés Familia  y Efraín Santiago Báez 

Fajardo. Mientras que el imputado Ángel Gilberto Lockward Mella , tanto a título 

personal, como a través de la razón social Ángel Lockward & Asociados, S.R.L.,  y de 

abogados asociados a su firma, entre honorarios y cesiones de créditos fraudulentas por 

concepto de préstamos ficticios, se beneficiaron con la suma de sesenta y seis millones 

quinientos veintiún  mi l ciento noventa y cuatro pesos (DOP 66,521,194.00), para un 

total de doscientos setenta millones doscientos sesenta y tres mil setecientos cincuenta 

pesos con 46/100 (DOP 270,263,750.46). 

 

Es importante resaltar que en el acuerdo trasnacional suscrito por el fenecido Emilio 

Cesar Rivas en fecha seis (06) de febrero del año 2019, con los sucesores de Agustín Reyes 

O Ben, se han detectados irregularidades y maniobras fraudulentas, entre ellas 

representación de personas que no fueron parte del acuerdo transaccional suscrito con la 

Dirección General de Bienes Nacionales, a nombre de quienes  sin   mandato o poder de 

representación se procedió a otorgar cesiones de créditos a favor de algunos de los 

imputados.  

 

Este es el caso de la fenecida  Delia Reyes Escoto,  quien en el acuerdo transaccional de 

fecha seis (06) de febrero del año 2019, no figuró como parte suscribiente ni representada, 

sin embargo, en el adendum de contrato del referido acuerdo, de fecha dieciséis (16) de 

octubre del año 2019, figura representada por la señora Isabel Reyes, siendo 

materialmente imposible que esta última tuviera mandato o poder de representación de 

la señora Delia Reyes Escoto para suscribir dicho adendum, en razón de que la misma 

falleció en fecha dieciocho (18) de junio del año 2012. 
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La muerte de la señora Delia Reyes Escoto en el año 2012 pone también en evidencia la 

falsedad del contrato de cesión de crédito de fecha cuatro (04) de febrero del año 2019, a 

favor de imputado Ángel Gilberto Lockward Mella  y la razón social Ángel Lockward y 

Asociados, S.R.L., por la suma de sesenta y un millones ochocientos cuarenta y un mil 

quinientos cincuenta y seis pesos (DOP 61,841,556.00), por concepto de honorarios y 

saldo de deudas acumuladas en ocasión del proceso judicial iniciado en el año 2014.   

 

Continuando con los demás sucesores del señor Pedro O Ben, en fecha treinta (30) de 

septiembre del año 2019, la Primera Sala del Tribunal Superior Administrativo, mediante 

la sentencia núm. 030-02-2019-SSEN-00299, acogió la demanda en justiprecio incoada por 

los sucesores del finado Manuel Re yes,  los señores: Juana María Reyes de Castro, 

Catalina Reyes de  Jesús, Cristobalina Reyes de Jesús, Plácida Reyes y Cándida Reyes de 
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Jesús, a través de sus continuadores jurídicos, señores Alejandrina Valera Reyes, Daniela 

Castro Reyes, Primitiva Castro Reyes, Paulino Samuel Castro Reyes, Heroína Reyes, Luis 

Antonio Reyes, Jesús Eligio Reyes, Martha María Reyes, María Virgen Reyes de Marte, 

José Manuel Reyes, así como el pago de 2,703.45 metros cuadrados al valor  de siete mil 

seiscientos veinticinco pesos (DOP 7,625.00) cada uno, a favor del interviniente voluntario 

señor Félix Valera Reyes, contra la Dirección General de Bienes Nacionales, ordenando 

en tal sentido que la Dirección General de Bienes Nacionales les pagara la cantidad de 

cuatrocientos setenta y cuatro millones setenta y cinco mil trescientos un pesos 

dominicanos con 25/100 (DOP 474,075,301.25), por concepto de expropiación de una 

extensión de terreno de 62,173.83 m2, en base al valor de siete mil seiscientos veinticinco 

pesos dominicano (DOP 7,625.00), el metro cuadrado. 

 

Posteriormente, en fecha cinco (5) de diciembre del año 2019, la Segunda Sala del Tribunal 

Superior Administrativo , mediante la sentencia núm. 030-02-2019-SSEN-00484, acogió la 

demanda en justiprecio incoada por Flor María Reyes y Agustina Reyes,  y  los sucesores 

de los finados Generosa Reyes O Ben, Moisés Reyes O Ben,  y Florencia Reyes, los 

señores Marcial Reyes (nieto de Generosa Reyes), Domingo Reyes Mosquea y Alberto 

Reyes,  contra la Dirección General de Bienes Nacionales, ordenando que dicha Dirección 

General les pagara la cantidad de un mil doscientos ochenta y ocho millones trescientos 

sesenta y cinco mil setecientos cincuenta pesos (DOP 1,288,365,750.00), por concepto de 

expropiación de una extensión de terreno de 168,966.20 m2, en base al valor de siete mil 

seiscientos veinticinco pesos dominicanos (DOP 7,625.00),  el metro cuadrado.  

 

Haciendo alusión a las sentencias del Tribunal Superior Administrativo señaladas, entre 

el catorce (14) de enero y el diez (10) de febrero del año 2020, el fenecido Emilio César 

Rivas Rodríguez,  ex director de la Dirección General de Bienes Nacionales, actuando 
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supuestamente en representación de los intereses del Estado, suscribió tres acuerdos 

transaccionales con los supuestos continuadores jurídicos de Manuel Reyes O Ben, 

Benardino Mercedes, Generosa Reyes O Ben, Florencia Reyes, Agustina Reyes, 

Evarista Pérez Reyes, Pablo Reyes, Oliverto Reyes Lora, Domingo Reyes Mosquea y 

Moisés Reyes O Ben, mediante los cuales adquirió los terrenos indivisos e intransferibles 

de los inmuebles antes señalados, cuyo derecho de propiedad se encuentran amparados 

en Cartas Constancias. 

 

Además de la agravante de que los terrenos indivisos no podían ser transferidos al Estado 

dominicano, en razón de la disposición de la Resolución 517-2007 de la Suprema Corte 

de Justicia, relativa a Control y Reducción de Cartas Constancias, que a partir de su 

entrada en vigencia prohibió la transferencia de derechos que consten en Cartas 

Constancias Anotadas, cuando las partes interesadas no hubieren previamente 

individualizado sus derec hos mediante levantamiento parcelario, trámite que en estos 

casos y hasta la fecha  no se ha realizado; también se cometió la falta de contratar con 

personas que no tenían debidamente acreditada la calidad de sucesores, ni la 

cotitularidad de los terrenos indivisos.  

 

Al encontrase los terrenos objeto de los acuerdos transaccionales en un estado de 

indivisión por la copropiedad, incluso con el propio Estado, y cotitularidad de 

coherederos fallecidos al momento de la suscripción de los acuerdos transaccionales, los 

reclamantes para vender válidamente tenían que someterse a un proceso de partición de 

inmuebles registrados conjuntamente con un proceso de determinación de herederos 

ante la jurisdicción inmobiliaria, es decir, ante el Tribunal de la Jurisdicción O riginal del 

lugar donde se encuentre el inmueble, procedimientos legales que fueron 

deliberadamente  inobservados. 
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A la luz del artículo 2044 del Código Civil dominicano, òLa transacci·n es un contrato por 

el cual las partes terminan un pleito comenzado, o evitan uno que pueda suscitarse. Este contrato 

deber§ hacerse por escritoó, sin embargo, precisa el artículo 2045, que òPara transigir, es 

preciso tener capacidad de disponer de los objetos que en la transacción se comprendané 

Las municipalida des y establecimientos públicos no pueden transigir sin expresa 

autorización del Gobierno ó.  

 

Estos acuerdos de marras están viciados de nulidad, no solo por la falta de capacidad de 

disponer de los terrenos afectados de indivisión, lo cual lo convierte en intransferibles, 

sino también, por la falta de las condiciones esenciales consignadas en el Código Civil 

Dominicano, para la validez de las convenciones suscritas, a saber: 

 

ü Carecen de un objeto cierto que forme la materia del compromiso, donde empieza y 

termina cada una de las porciones de terrenos supuestamente vendidas al Estado, no se 

sabe. 

ü Capacidad para contratar de las partes, por falta de calidad de los vendedores, y  

ü Falta de capacidad de disponer del objeto de venta, porque no pueden ser transferidos. 

 

A sabiendas de todos estos  impedimentos normativos,  la falta de calidad y capacidad 

de disposición, los acuerdos transaccionales se hicieron con el claro propósito de 

desfalcar al Estado dominicano, violentando dolosamente todos los procedimientos de 

control de la administración pública para ser efectivo el pago, ocasionándole al Estado 

un perjuicio económico de un mil cuatrocientos setenta y ocho millones seiscientos 

sesenta y cinco  mil seiscientos ochenta pesos dominicanos con 96/100 (DOP 

1,478,665,680.96), pagados con los fondos consignados en la subcuenta 4.2.1.1, capítulo 

0999, Obligaciones del Tesoro, del presupuesto del año 2020, a través de los libramientos  

núm. 48 de fecha veinticuatro (24) de enero del año 2020, a favor de los sucesores de 



 

Procuraduría Especializada de Persecución de la Corrupción Administrativa    
PEPCA 

Criminalidad Organizada  
Operación Calamar  

 

Avenida Jiménez Moya, esquina Juan Ventura Simó, Centro de Los Héroes Constanza, Maimón y Estero 
Hondo, Teléfono 809-533-3522 EXT.400 ð 249, correo pepca@pgr.gob.do. 

Página 130 de 2120 

 

Manuel Reyes O Ben, la suma de trescientos setenta y nueve millones doscientos sesenta 

mil doscientos cuarenta pesos con 96/100 (DOP 379,260,240.96), equivalente al ochenta 

por ciento (80%) del precio pactado;  51 y 52, ambos  de fecha veinticuatro (24) de enero 

del año 2020, a favor de  Marcial Reyes y compartes,  el primero por la suma 

cuatrocientos once millones cuatrocientos setenta y siete mil cuarenta pesos (DOP 

411,477,040.00), y el segundo por la suma de seiscientos diecinueve millones doscientos 

quince mil quinientos sesenta pesos (DOP 619,215,560.00), ambos equivalente al ochenta 

por ciento (80%)  del precio de  la expropiación fijado por la sentencia núm. 0030-03-2019-

SSEN-00484 de fecha cinco (05) de diciembre del año 2019, así como el libramiento  núm. 

1231 de fecha veintiséis (26) de mayo del año 2020, a favor de los sucesores de Bernardino 

Mercedes, por la suma de sesenta y ocho millones setecientos doce mil ochocientos 

cuarenta pesos (DOP 68,712,840.00), equivalente al ochenta por ciento (80%) del precio 

pactado.  

 

De estos fondos públicos erogados, el entramado criminal dirigido por el ex ministro  de 

Hacienda, el imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz,  y del que formaba parte el 

fenecido Emilio César Rivas Rodríguez , se agenció las siguientes cifras: 

 

 

 

 

 

 

 

Libramiento núm. 48 de fecha veinticuatro ( 24) de enero del año 2020; sucesión Manuel 

Reyes O Ben.  
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Codinomes 8  Beneficios  

Ofic.  DOP 113,778,072.29 = (30%) 

MX  DOP 30,340,819.20 = (8%) 

ER DOP 18,963,012.80 = (5%) 

OC DOP 7,585,204.81 = (2%) 

MM  DOP 15,170,409.63 = (4%) 

JA DOP 15,170,409.63 = (4%) 

FC DOP 15,170,409.63 = (4%) 

Total  DOP 198,630,120.48 

 
Libramientos núm. 51 y 52  de fecha veinticuatro ( 24) de enero del año 2020; sucesores 
de Generosa Reyes O Ben, Florencia Reyes, Agustina Reyes, Evarista Pérez Reyes, 
Pablo Reyes, Oliverto Reyes Lora, Domingo Reyes Mosquea y Moisés Reyes O Ben 
(Manuel Reyes y compartes).  

 
 

Codinomes   Beneficios  

Ofic.  DOP 309,207,780.00 = (30%) 

MX  DOP 82,455,408.00 = (8%) 

ER DOP 51,534,630.00 = (5%) 

OC DOP 20,613,852.00 = (2%) 

MM  DOP 41,227,704.00 = (4%) 

JA DOP 41,227,704.00 = (4%) 

FC DOP 41,227,704.00 = (4%) 

Total  DOP 515,346,300.00 

 

Libramiento núm. 1231 de fecha veintiséis ( 26) de mayo del año 2020; sucesores de 

Benardino Mercedes.  

 
8 Ofic. = Gonzalo Castillo y José Ramón Peralta; MM= Ramón Emilio Jiménez Collie (a) Mimilo; JA= José Arturo 

Ureña; FC= Fernando Crisóstomo; MX= Ministro Donald Guerrero; ER= Emilio César Rivas Rodríguez; OC= 

Daniel Omar Caamaño. 
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Codinomes   Beneficios  

Ofic.  DOP 20,613,852.00 = (30%) 

MX  DOP 5,497,027.20 = (8%) 

ER DOP 3,435,642.00 = (5%) 

OC DOP 1,374,256.80 = (2%) 

MM  DOP 2,748,513.60 = (4%) 

JA DOP 2,748,513.60 = (4%) 

FC DOP 2,748,513.60 = (4%) 

Total  DOP 34,356,420.00 

 

Ninguno de los expedientes de expropiación que avalan los libramientos de los cuales 

salieron las sumas millonarias distribuidas entre los imputados Ángel Donald Guerrero 

Ortiz, Daniel Omar Caamaño, Rafael Gómez Medina, Princesa Alexandra García 

Medina  y el fenecido Emilio César Rivas Rodríguez, entre otros partícipes y asociados 

de la estructura criminal, cumplían con las formalidades y requisitos ordinarios, exigibles 

a cualquier otro expediente de pago de deuda administrativa que estuviera fuera del 

entramado criminal descrito, como se explicará en cada caso de la presente medida, entre 

estos los supuestos sucesores de Manuel Reyes, Marcial Reyes y Benardino Mercedes.  

 

Peor aún, los libramientos mediante los cuales se emitieron los fondos desfalcados al 

Estado dominicano fueron cargados, como ya dijimos, en la programación 

presupuestaria 4.2.1.1., Deuda Pública y Otras Aplicaciones Financieras , sin cumplir las 

sentencias condenatorias en contra del Estado dominicano a través de la Dirección 

General de Bienes Nacionales, con los requisitos exigidos por la ley y demás regulaciones 

normativas, como tampoco los acuerdos transaccionales suscritos por el fenecido Emilio 

C. Rivas Rodríguez , para ser pagados como una deuda pública en el año 2020. 
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En apoyo a lo antes dicho, debemos precisar que la resolución núm. 198-2018,  de fecha 

dos (2) de octubre del año 2018, del Ministerio de Hacienda, establece cuál es el 

procedimiento que se debe agotar para la inclusión en el Presupuesto General del Estado, 

de las sentencias que han adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, y 

que condenen tanto a las instituciones que conforman el Gobierno Central como a los 

Organismos Autónomos y Descentralizados no Financieros, al pago de sumas de dinero 

con cargo a sus respectivos presupuestos y que no hayan sido pagadas por la institución 

afectada. 

 

En ese sentido, establecen los párrafos que integran el artículo 1, lo siguiente: 

 

òPćRRAFO l. Las instituciones del Gobierno Central y los Organismos Aut·nomos 

y Descentralizados no Financieros, que resulten afectados por sentencias 

condenatorias que hayan adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada 

y que ordenen al Estado pagar sumas de dinero, siempre que al momento de la 

notificación no cuenten con la disponibilidad de fondos suficientes para saldar el 

monto de la condena, deberán formular en sus respectivos anteproyectos de 

presupuestos institucionales, los montos correspondientes, de acuerdo a lo establecido 

en la Ley núm. 86-11, sobre Disponibilidad de Fondos Públicos, para que sean 

incluidos en el Presupuesto General del Estado que corresponda, con cargo a su 

presupuesto.  

 

PÁRRAFO ll. El pago de las referidas sentencias se contemplará en el clasificador 

presupuestario, por concepto y uso de financiamiento en el tipo 4, aplicaciones 

financieras, "Disminución de cuentas por pagar internas de corto plazo 

sentencias condenatorias", disponible en el Sistema de Información y 

Gestión Financiera (SIGEF)ó.  
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Sigue diciendo en el artículo 2 de la indicada resolución que, para que una sentencia 

condenatoria sea exigible debe haber adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente 

juzgada, lo cual en efecto no ocurrió al menos con la decisión de fecha cinco (5) de 

diciembre del año 2019, sobre la cual al momento de efectuarse el primer desembolso 

seguían abierto los plazos para recurrir.  

 

Tampoco las sentencias tenían que ser pagadas en principio con los fondos del 

presupuesto del año 2020, porque fueron obtenidas después del primero de agosto del 

año 2019, razón por la cual su ejecución era imposible preverla durante la planificación 

presupuestaria de la Dirección General de Bienes Nacionales, para el año 2020, salvo que 

tuviera recursos suficientes para asumirlas sin afectar los compromisos que sí se habían 

programados.  

 

En tal caso, previo a la suscripción de los acuerdos debieron obtener una certificación de 

apropiación de fondos por los montos establecidos en cada uno de los acuerdos 

transaccionales suscritos.   

 

Retornando al procedimiento establecido por el propio Ministro de Hacienda, hoy 

imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz , de acuerdo al artículo 3 de la resolución 198-

2018, debía de cumplirse con los requisitos de exigibilidad y notificación de la sentencia 

antes del primero (1) de agosto del año 2020, por lo que el cumplimiento estas sentencias 

debieron de ser programados con cargo a los fondos del presupuesto del año 2021, ya 

que la regla es que la institución condenada haga el esfuerzo de pagar con cargo a su 

propio presupuesto, antes de que el Ministerio de Hacienda asuma la obligación.  
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Si transcurrido el tiempo contemplado, la institución pública del Gobierno Central, en el 

caso de la especie Dirección General de Bi enes Nacionales, no les daba cumplimiento, 

el Ministerio de Hacienda , como organismo jerárquicamente superior en el marco de las 

finanzas públicas, tenía la obligación de incluirlas en la formulación del Presupuesto 

General del Estado del año que corresponda, en estos casos, en el presupuesto del año 

2022.  

 
 

Pero a pesar de la existencia de las sentencias condenatorias prima facie para la Dirección 

General de Bienes Nacionales , las partes optaron por la vía del acuerdo transaccional 

para dirimir su conflic to, lo que implica que renunciaron a todas las litis presentes y 

futura, en la especie, las respectivas demandas de  justo precio, accediendo la Dirección 

General de Bienes Nacionales, supuestamente, a comprarle  a los accionantes sus terrenos 

sin importar  en qué lugar de la parcela se encontrase, ni discriminar precio según calidad 

y ubicación de  los distintos terrenos. 

 

 
Basándonos en la modalidad escogida por las partes, para proceder válidamente con esas 

negociaciones, la Dirección General de Bienes Nacionales  debió tener apropiación de 

fondos para pagar el precio establecido, so pena de incurrir el funcionario actuante, en 

este caso el fenecido Emilio C. Rivas, en una falta grave como estable el artículo 5 ley 86-

11, sobre manejo de Fondos Públicos que reza: òel funcionario p¼blico que, a sabiendas de la 

indisponibilidad de fondos presupuestarios, contratare sin ser previsto en el presupuesto de la 

instituci·n y aprobados seg¼n la ley incurrir§ en faltas graves en el ejercicio de sus funcionesó. 

 

Lo indiscutible es que no había un objeto cierto sobre el cual negociar, las partes no tenían 

calidad ni capacidad de disposición del objeto, ni la Dirección General de Bienes 
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Nacionales tenía apropiación presupuestaria para efectuar los contratos suscritos con los 

supuestos reclamantes; tampoco se daban las condiciones para que el Ministerio de 

Hacienda asumiera los acuerdos transaccionales fraudulentos suscritos por Emilio Rivas, 

o las sentencias condenatorias emitidas por el Tribunal Superior Administrativo en 

contra del Estado, como una deuda pública pagadera con cargo al presupuesto del 2022. 

Lo único que existía era la necesidad de extraer miles de millones de pesos de las arcas 

públicas para el beneficio de intereses particulares de los funcionarios corruptos y de las 

personas físicas y jurídicas del sector privado vinculadas a ellos, como se detalla a 

continuación.  

 

Libramiento núm. 48 de fecha veinticuatro ( 24) de enero del 2020; pago a òsucesoresó 

de Manuel Reyes O Ben. 

 

En fecha diez (10) de enero del año 2020, el imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz,  en 

su calidad de ministro de Hacienda, a través de la comunicación núm. MH -2020-001108 

le solicitó a Emilio César Rivas Rodríguez,  director de la Dirección General de Bienes 

Nacionales al momento del requerimiento, el expediente a nombre de los sucesores del 

señor Manuel Reyes O Ben, correspondiente a la declaratoria de utilidad pública que 

hizo el Estado dominicano, sobre una porción de terreno de 67,586.40 m2 dentro del 

ámbito de la parcela núm. 613, del Distrito Catastral núm. 32, del Distrito Nacional (actual 

municipio de Boca Chica, provincia Santo Domingo).  

El imputado  Ángel Donald Guerrero Ortiz realizó la solicitud del expediente antes 

señalado sin existir, a la fecha de esta, un acuerdo transaccional entre el Estado 

dominicano, representado por la Dirección General de Bienes Nacionales, y los supuestos 

sucesores de Manuel Reyes O Ben .  
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Sin embargo, cuatro días después del requerimiento que hizo el imputado Ángel Donald 

Guerrero Ortiz como ministro de Hacienda, exactamente en fecha catorce (14) de enero 

del año 2020, se firmó el acuerdo transaccional entre el Estado dominicano, representado 

por la Dirección General de Bienes Nacionales, y los supuestos sucesores de Manuel 

Reyes O Ben: Daniela Castro Reyes, Paulino Castro Reyes, Primitiva Castro Reyes, 

Heroína Reyes, Luis Antonio Reyes, Jesús Eligio Reyes, María Virgen Reyes de Marte, 

Martha María Reyes, José Manuel Reyes, Alejandrina Valera Reyes, Félix Valera Reyes, 

el imputado Dr. Ángel Lockward  en representación de  Heroína Reyes, Luis Antonio 

Reyes y María Virgen Reyes de Marte.  

 

A través del acuerdo transaccional antes señalado, la Dirección General de Bienes 

Nacionales adquirió una porción de terren o en la parcela 613, del Distrito Catastral núm. 

32, municipio de Boca Chica, provincia de Santo Domingo, amparada en el Certificado 

de Título núm.  46572, con una supuesta extensión superficial de 62,173.81m2, expropiada 

mediante el decreto núm.1159, de fecha diecinueve (19) de septiembre del año 1955, 

propiedad de los señores: Daniela Castro Reyes, Paulino Castro Reyes, Primitiva Castro 

Reyes, Heroína Reyes, Luis Antonio Reyes, Jesús Eligio Reyes, María Virgen Reyes de 

Marte, Martha María Reyes, Alejandrina Valera Reyes y Félix Valera Reyes. 

 

En el acuerdo transaccional Emilio César Rivas Rodríguez,  en representación del interés 

del Estado dominicano a través de la Dirección General de Bienes Nacionales , acordó 

pagar a las personas mencionadas precedentemente la suma de cuatrocientos setenta y 

cuatro millones setenta y cinco mil trescientos un pesos dominicanos con  25/100 (DOP 

474,075,301.25), con el fin de que estos dejaran sin efectos jurídicos todas las litis judiciales 

en curso y aquellas por venir que enfrentaran a las partes suscribientes, tomando como 

referencia el precio establecido por la Primera Sala del Tribunal Superior Administrativo, 
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mediante Sentencia núm. 030-02-2019-SSEN-00299, de fecha treinta (30) de septiembre 

del año 2019, que ordenó el pago de la referida expropiación de una extensión de terreno 

de 62,173.81 m2 , en base al valor de siete mil seiscientos veinticinco pesos (DOP 7,625.00) 

el metro cuadrado.  

 

 

En una clara maniobra fraudulenta, que denota la premura en la erogación de los fondos 

públicos, Emilio César Rivas Rodríguez en su condición de director de Bienes Nacionales, 

en el mismo acuerdo transaccional, consintió la emisión de un primer pago ascendente a 

la suma de trescientos setenta y nueve millones doscientos sesenta y nueve mil 

doscientos cuarenta y un pesos dominicanos (DOP 379,269,241.00), equivalentes al 80% 

del precio acordado, sin que los supuestos reclamantes acreditaran su calidad de 

legítimos sucesores de Manuel Reyes O Ben , ni cumplieran con los requisitos 

obligatorios que demandaba el expediente de expropiación. A saber:  

 

ü Ausencia de la matrícula (certificado de títulos o constancia anotadas) a favor de los 

herederos.  

ü Ausencia de determinación de herederos homologada por el tribunal correspondiente.  

ü Ausencia del historial de estatus jurídico del inmueble.  

ü Ausencia del plano catastral. 

ü No se aportó el informe técnico del agrimensor.  

ü Ausencia de las declaraciones juradas de los sucesores autorizando al Ministerio de 

Hacienda a realizar transferencia bancaria a su cuenta y otorgar recibo de descargo y 

finiquito legal por los montos transferidos.  

 

Posteriormente, en fecha dieciséis (16) de enero del año 2020, Emilio César Rivas 

Rodríguez,  mediante la comunicación 000049 de la Dirección General de Bienes 
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Nacionales, le remitió al imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz  el expediente a nombre 

de los sucesores del señor Manuel Reyes O Ben . 

 

Cuando el expediente llegó al Ministerio de Hacienda, tan solo cuatro días laborables 

después, mediante la comunicación MH -2020-002308 de fecha veintidós (22) de enero del 

año 2020, el imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz  ordenó el pago de trescientos 

setenta y nueve millones doscientos sesenta y nueve mil doscientos cuarenta y un 

pesos dominicanos (DOP 379,269,241.00). 

 

El pago ordenado por el imputado Ángel Donald Guerrero Ortiz se materializó el 

veinticuatro (24) de enero del año 2020, mediante el Libramiento núm. 48 -1, con cargo al 

presupuesto del año 2020, capítulo 0999, Administración de Obligaciones del Tesoro 

Nacional. 
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El citado libramiento se ejecutó como Deuda Pública y Otras Aplicaciones Financieras , 

sin cumplir la sentencia de referencia, ni el acuerdo transaccional, con las características 

de una deuda pública.  

 

Al analizar el acuerdo transaccional que fundamenta esta erogación fondos por parte del 

Estado dominicano, en el párrafo 1 del artículo segundo, literal A, se consigna una tabla 

de distribución donde figuran, además de los supuestos sucesores, los siguientes 

beneficiarios:  

ü La razón social Ángel Lockward & Asociados, S.R.L., por una parte, con un 

monto de catorce millones ciento sesenta y tres mil doce pesos con 05/100 (DOP 

14,163,012.05), y por otra parte con un monto de diez millones quinientos 

setenta y nueve mil setecientos cincuenta y siete pesos con 65/100 (DOP 

10,579,757.65); 
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ü El imputado Ángel Gilberto Lockward Mella  con la suma de treinta y siete 

millones novecientos veintiséis mil veinticuatro pesos con 10/100 (DOP 

37,926,024.10); 

 
ü La razón social Rediux Consulting, S .R.L., cuyo representante es Álvaro 

Jiménez, con un monto de nueve millones cuatrocientos ochenta y un mil 

quinientos seis pesos con 02/100 (DOP 9,481,506.02); 

 
ü La razón social Prominex  Multiservicios, S .R.L., también representada por 

Álvaro Jiménez, con un monto de ciento ochenta millones ciento cuarenta y 

ocho mil seiscientos catorce pesos con 46/100 (DOP 180,148,614.46); 

 
ü Eilin Bautista, empleada del imputado Ángel Gilberto Lockward M ella  en la 

razón social Ángel Lockward & Asociados, S .R.L., con un monto de ochocientos 

mil pesos (DOP 800,000.00); 

 
ü Evelin Félix Castro,  con un monto de tres millones doscientos mil pesos (DOP 

3,200,000.00), en virtud de contrato de cesión de crédito de la razón social Ángel 

Lockward & Asociados , S.R.L., a su favor; 

 
ü Joar Emil Ortiz Hernández,  abogado relacionado con la razón social Ángel 

Lockward & Asociados, S .R.L., con un monto de ochocientos mil pesos (DOP 

800,000.00).  
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La distribución de estos fondos fue realizada a solicitud del imputado Ángel Gilberto 

Lockward Mella  quien, mediante comunicación de fecha treinta (30) de diciembre del 

año 2019 (fecha en que además se realizaron todas las cesiones de créditos fraudulentas 

concerniente a los fondos pagados en virtud de este acuerdo transaccional), notificó al 

fenecido Emilio César Rivas Rodríguez , v²a la Licda. Belkis Tejeda òel cuadro de 

distribución de los pagos conocidos de esta oficinaó, para ser incluido en el expediente 

de Manuel Reyes O Ben , como se muestra en la imagen siguiente: 

 

Monto cedido ; 
257,098,914.28;

68%

Monto de los 
herederos ; 

122,170,326.72;
32%

Libramiento 48-1
Monto pagado DOP 379,269,241.00

Monto cedido Monto de los herederos
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Fuente: documento anexo al libramiento 48 de fecha 24 de enero 2020. 

 

Es un hecho notorio que la erogación de los trescientos setenta y nueve millones 

doscientos sesenta y nueve mil doscientos cuarenta y un pesos dominicanos (DOP 


